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En el Perú, actualmente, resulta innegable que la ventaja de gozar de inmunidad 
congresal, convirtiéndose en un incentivo para los ciudadanos procesados, o en 
camino de serlo, tomen la decisión de postular al Congreso, para por esa vía, 
evitar ser procesados y condenados por los ilícitos cometidos al amparo de tener 
una inmunidad parlamentaria contemplada en el artículo 93° de la Constitución. Es 
decir, constitucionalmente, los delitos quedan impunes. 
Sostenemos que la inmunidad parlamentaria, no solo deviene en una 
institución obsoleta, sino que ésta se ha convertido en una institución jurídica 
peligrosa para el país, por ello consideramos que ha llegado el momento de 
derogar o reformar el artículo 93° de la Carta Fundamental en lo concerniente al 
régimen de la inmunidad parlamentaria. El evidente que la inmunidad como 
privilegio personal de los congresistas sirve actualmente para promover la 
impunidad de graves delitos en agravio del Estado.   
La inmunidad del Congresista, no lo protege por haber cometido un delito 
común, pero, sí existe un aseguramiento que tanto su persona y su libertad sean 
inmunes cuando se fiscaliza los actos del ejecutivo, el voto y sus opiniones 
políticas que emiten en su calidad de representante congresal. En cambio, en los 
cuestiones de denuncia y solicitud judicial de levantamiento de inmunidad de los 
congresistas por motivaciones relacionados con ilícitos, debe procederse con el 
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levantamiento de la inmunidad parlamentaria, sin tener en cuenta al partido político 
al que pertenecen. Estos son los aspectos centrales que se debate en la presente 
tesis. 









In Peru, it is undeniable that there is the advantage of enjoying 
congressional immunity which becomes an incentive for the citizens who are 
prosecuted, or who, in the process of being so, take the decision to apply to the 
congress, so that in this way, avoid being prosecuted and condemned for the 
crimes committed under the protection of having parliamentary immunity, 
contemplated in Article 93 of the Constitution, constitutionally crimes remain 
unpunished. 
 
We maintain that parliamentary immunity does not only become an 
obsolete institution, but that it has become a dangerous legal institution for the 
country, so we believe that the time has come to repeal or amend Article 93 of 
the fundamental charter in the concerning the regime of parliamentary 
immunity; It is evident that immunity as a personal privilege of the 
congressmen, currently serves to promote impunity for serious crimes against 
the state. 
 
The immunity of the congressman does not protect him for having 
committed a common crime, but if there is an assurance that both his person 
and his freedom are immune when the executive's acts are checked, the vote 
and his political opinions that they issue in their capacity as congressional 
representative; on the other hand, in the issues of denunciation and judicial 
request to lift the immunity of the congressmen for reasons related to unlawful 
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acts, it is necessary to proceed with the lifting of parliamentary immunity, 
without taking into account the political party to which they belong, being these 
the central aspects that are debated in this thesis. 
 














La investigación: DESNATURALIZACIÓN DE LA INMUNIDAD 
PARLAMENTARIA FRENTE AL BLINDAJE DE ILICITOS Y LA NECESARIA 
REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN DE 1993, ha sido desarrollada desde la 
doctrina, la legislación, la jurisprudencia nacional, y el análisis de casos reportados 
sobre el tema materia de análisis. 
Como es de dominio en el Derecho Constitucional, la inmunidad es una 
institución jurídica en los Estados Constitucionales de Derecho, organizados en el 
régimen democrático y parlamentario. La inmunidad está relacionada a la 
prerrogativa que respalda a los miembros del Poder Legislativo (congresistas en el 
caso peruano). En tal consideración no pueden ser detenidos ni presos mientras 
están en ejercicio de su mandato, salvo el caso de haber sido sorprendido in 
fraganti en la comisión de un ilícito sancionado por la norma penal nacional. 
Empero, tampoco pueden ser procesados o juzgados, si los conformantes del 
Poder Legislativo no conceden la respectiva autorización de levantamiento de la 
inmunidad parlamentaria del congresista en falta.  
 
Dentro las razones principales de esta prerrogativa establecida en favor de 
los congresistas, ha sido inicialmente para evitar la presión de poderes fácticos, 
persecución política de sus adversarios, de la intimidación que se pueda ejercer 
sobre ellos cuando desarrollan actividades de fiscalización, para que puedan, 
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asimismo, actuar con libertad en el ejercicio de sus funciones mientras dura el 
cargo. Por eso la Carta Fundamental de 1993 prescribe que los congresistas no 
están sujetos a ningún mandato imperativo. 
El artículo 93 de la Carta Magna de 1993 señala: “Los congresistas 
representan a la Nación. No están sujetos a mandato imperativo ni a interpelación. 
No son responsables ante autoridad ni órgano jurisdiccional alguno por las 
opiniones y votos que emiten en el ejercicio de sus funciones. No pueden ser 
procesados ni presos sin previa autorización del Congreso o de la Comisión 
Permanente, desde que son elegidos hasta un mes después de haber cesado 
en sus funciones, excepto por el delito flagrante, caso en el cual son puestos 
a disposición del Congreso o de la Comisión Permanente dentro de las 
veinticuatro horas, a fin de que se autorice o no la privación de la libertad y el 
enjuiciamiento”.  
Este artículo prescribe el carácter de “intocable” de la representación en su 
calidad de inmunidad parlamentaria. En tal virtud, los congresistas representan a la 
Nación y, por tanto, a manera de ficción, el mandato proviene de ella y no 
propiamente de los electores. De esta tesis concluimos, como dice la Constitución, 
no están sujetos a mandato imperativo ni a contestar preguntas o ser interpelados. 
En teoría, desde luego, no estarían inmersos a los partidos políticos por los cuales 
fueron elegidos. Es decir, se apartan completamente de su filiación política y de 
sus electores, porque no están sujetos a ningún mandato imperativo. 
 En cuanto a la inmunidad parlamentaria, esta forma parte del estatuto 
personal de los representantes y se encuentra en lo que Duverger denomina 
inmunidad de jurisdicción. En ambos casos funciona la protección constitucional de 
los representantes. Bernales Ballesteros sostiene lo siguiente: «La principal 
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garantía para el ejercicio autónomo del cargo y las funciones parlamentarias, es la 
inmunidad. En virtud de esta, los senadores y diputados no son responsables ante 
autoridad ni tribunal alguno, por los votos u opiniones que emiten en el ejercicio de 
sus funciones. La inmunidad del parlamentario es tan antigua como el Parlamento 
mismo y la doctrina del derecho constitucional comparado indica en las distintas 
modalidades de la democracia representativa, que la inmunidad es una garantía de 
naturaleza política: no protege al parlamentario por la comisión de un delito común, 
pero en cambio, sí le asegura que su persona y su libertad son intocables cuando 
se trata de la actividad, el voto y las opiniones políticas que emite en su calidad de 
senador o diputado». 
La inviolabilidad como estatuto personal de los parlamentarios es un 
privilegio intrínseco al cargo y función, pero no implica impunidad. La excepción 
que establece la Carta es el caso del flagrante delito. Producido este, el 
representante es puesto a disposición del Congreso o de la Comisión Permanente 
dentro de las veinticuatro horas, a fin de que se autorice a darle libertad o a 
someterlo a enjuiciamiento. Un parlamentario puede ser, requerido en juicio si es 
que se encuentra efectiva y probadamente implicado en un asunto de carácter 
penal. En este caso, el juez carecerá de jurisdicción para procesarlo, debiendo 
solicitar previamente al Congreso que se levante la inmunidad parlamentaria y 
puede así quedar a disposición del Poder Judicial. 
Según filósofos de la ciencia política y el derecho, la impunidad como figura 
constitucional puede darse de dos maneras: de hecho y de derecho. La primera 
compromete a los delitos que se comete y que quedan sin sanción, o no llegan al 
conocimiento del Ministerio Público o Poder Judicial. Son delitos que se conocen, 
pero cuyos autores rehúyen a la persecución de la justicia por no haber sido 
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identificado su autoría o responsabilidad. En estos delitos sus autores son 
conocidos, pero quedan sin pena. 
Por el contrario, la impunidad de derecho es aquella que, desde siglos atrás 
pervive y se conoce como el derecho de asilo. Actualmente, esta institución se ha 
extendido al Derecho vigente, por lo menos en casi todos los países 
latinoamericanos. En esta modalidad se incluyen a la amnistía, al indulto, al 
perdón, la gracia presidencial, prescripción y otras como la conmutación de la 
pena.  
 
También, existen otras causas que inciden en la falta de castigo, ella surge 
de la dificultad de distinguir entre la muerte natural y la ocasionada por mano 
ajena, o entre el accidente causal y el homicidio, así como en la desaparición 
forzada, no denunciada ni conocida de determinadas personas. En consecuencia, 
la importancia de la impunidad en el delito reviste diversos caracteres, no graves, 
graves, muy graves, pues, como afirman, “es probable que el número de delitos 
conocidos por la policía, el Ministerio Público y el Poder Judicial sea sólo una 
pequeña cifra de los delitos realmente cometidos”.  
En ese sentido, en la tesis sostenemos que la inmunidad de la que gozan 
los congresistas no solamente es ya una institución obsoleta, sino que ha devenido 
en una figura de alto riesgo en nuestro actual contexto de país, por lo que ha 
llegado el momento de plantear su erradicación. No obstante, su evidente 
anacronismo, al haberse originado siglos atrás como privilegio personal de unos 
pocos en sistemas no democráticos, su vigencia se mantuvo en la mayor parte del 
país de la región, principalmente en razón de los vaivenes políticos y la 
inestabilidad a la que se encontraban expuestos. 
xii 
 
Cabe precisar, por ejemplo, la grave distorsión producida con la inmunidad 
cuando constatamos que, si bien entre el 2007 y el 2010 la Corte Suprema 
encontró razones fundadas para procesar a un total de ocho congresistas, el pleno 
del Congreso ni llegó a aprobar ninguna de tales solicitudes, negándose en todos 
los casos a levantarles el fuero. En período más próximos, entre el 2011 y hasta 
julio del 2016, la Corte Suprema requirió al Congreso el levantamiento de este 
privilegio en 12 oportunidades, siendo solamente dos los casos que fueron 
atendidos positivamente. 
No hace falta excesiva malicia para suponer que las negociaciones y los 
blindajes han estado a la orden del día para explicar esta renuencia del Congreso 
a levantar la inmunidad en casi la totalidad de los casos. Esto a pesar de que es la 
propia Corte Suprema –y solamente después de una rigurosa evaluación de los 
hechos y la fundamentación presentada por el Ministerio Público o las instancias 
inferiores del Poder Judicial– la que formula los pedidos al considerar que existen 
elementos suficientes para procesar a los congresistas involucrados.  
En el Perú, cada vez resulta más que evidente, que el privilegio de la 
inmunidad de los congresistas se ha convertido en un poderoso instrumento para 
los que se encuentran procesados, o a punto de ser encausado en un proceso 
penal, hayan adoptado el camino de financiar campañas a determinados 
personajes que postulan al Congreso, y en otros casos se proponen postular al 
Congreso. Por muchas y muy fuertes razones resulta indispensable que, desde el 
mundo académico y jurídico, así como la ciudadanía, iniciemos una decidida 
cruzada para eliminar la inmunidad parlamentaria, o en el peor de los casos, 
reformarla, hoy convertida, en los hechos, en la antesala de la impunidad.  
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 En el marco de la investigación lógica y científica el trabajo ha sido 
estructurado en cuatro capítulos. 
 En el primer capítulo, se determina el problema de la 
investigación. Comprende  análisis de la situación problemática, planteamiento 
del problema, a través de interrogantes de forma general y específicos, 
justificación y  objetivos de la investigación ya sean general y específicos que 
orientaron el presente estudio o investigación. 
En el segundo capítulo, se establece el marco teórico. Contiene  
antecedentes de la investigación, bases teóricas, marco conceptual, hipótesis y 
variables e indicadores. 
En el tercer capítulo, se precisa la metodología de la investigación. Se 
especifican la metodología, diseño de la investigación, tipología, población, 
muestra, fuentes de investigación y ámbito y tiempo. 
En el cuarto capítulo, se expone los resultados y la discusión. A través 
de tablas y gráficos, el análisis e interpretación.  
En el criterio sintético, se consignan las conclusiones y sugerencias 
pertinentes. 
Finalmente, se nominan las referencias bibliográficas y se insertan los 











1.1.   EXPOSICIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
La inmunidad de la que gozan los congresistas no solo deviene en una 
institución obsoleta, sino que ésta se ha convertido en una figura de alto 
riesgo en nuestro actual contexto político constitucional del país, por lo 
que consideramos ha llegado el momento de plantear reformas en la 
Constitución de 1993 en lo concerniente al régimen parlamentario. No 
obstante, el evidente anacronismo de la inmunidad originada siglos atrás 
como privilegio personal de unos pocos funcionarios en sistemas de 
endebles democracias, su vigencia se mantiene en la mayor parte de 
Estados de América y otros continentes.  
 
La inmunidad parlamentaria o congresal, sobrevivió más como un 
privilegio individual que un mecanismo de utilidad institucional; 
establecido como un privilegio para cautelar que la labor del Congresista 
no se vea afectada por medidas coercitivas y abusivas contra los 
miembros del Congreso. Aun así, su indiscriminada e inadecuada 
utilización resulta ser nociva, como se puede ver en el Perú donde la 
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inmunidad parlamentaria no está siendo utilizada adecuadamente, hasta 
el punto de adoptarse como una condición de carácter de privilegio 
personal, convirtiéndose en una suerte de garantía de impunidad ante 
ilícitos cometidos antes o después de haber sido elegido como 
congresista.  
 
Si examinamos nuestra historia constitucional reciente, se puede 
advertir un uso arbitrario e injustificado de la inmunidad por parte de 
muchos congresistas de la República. Este hecho constituye sin duda un 
factor determinante del descrédito y desprestigio del “primer poder del 
Estado”, calificado por la ciudadanía desde hace varios años como una 
de las instituciones más corruptas, menos confiables y desacreditadas 
del país. A ello hay que sumar la evidencia de que, aprovechando la 
debilidad estructural de nuestras organizaciones políticas, la criminalidad 
organizada ha logrado penetrar el aparato estatal, comprometiendo 
directamente a funcionarios de importantes instituciones del Estado y del 
propio Congreso. 
 
Al respecto, ejemplos sobran. Así tenemos la grave distorsión 
producida con la inmunidad cuando constatamos que, si bien entre el 
2007 y el 2010 la Corte Suprema encontró razones fundadas para 
procesar a un total de ocho congresistas, el pleno del Congreso no 
accedió ni llegó a aprobar ninguna de tales solicitudes, negándose en 
todos los casos a levantarles el fuero parlamentario, es decir, levantar la 
inmunidad para someterlos al fuero jurisdiccional. En período más 
próximos, entre el 2011 y hasta julio del 2016, la Corte Suprema requirió 
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al Congreso el levantamiento de este privilegio en 12 oportunidades, 
siendo solamente dos los casos que fueron atendidos positivamente. 
 
En estos casos, no hace falta excesiva malicia para suponer que 
las negociaciones y los blindajes han estado a la orden del día para 
explicar esta renuencia del Congreso a levantar la inmunidad en casi la 
totalidad de los casos. Esto a pesar de que es la propia Corte Suprema –
y solamente después de una rigurosa evaluación de los hechos y la 
fundamentación presentada por el Ministerio Público o las instancias 
inferiores del Poder Judicial– la que formula los pedidos al considerar 
que existen elementos suficientes de convicción para procesar por 
determinados ilícitos a los congresistas involucrados.  
 
En otros países se ha eliminado a inmunidad parlamentaria. 
Cuando una situación parecida se vivía en Colombia, Pablo Escobar 
consiguió ser elegido congresista. Es probable que ese haya sido la 
principal razón por la que, años atrás, la inmunidad quedó 
definitivamente eliminada en ese país. Medidas menos radicales, pero 
que tampoco permiten que sea el mismo Congreso el que autorice el 
juzgamiento, se han puesto en vigencia en Brasil y Chile. En esos 
países, para procesar un congresista se requiere únicamente observar 
ciertos procedimientos especiales en los ámbitos del Ministerio Público y 
el Poder judicial.  
 
En cambio, en nuestro caso se puede ver la evidencia que tiene el 
privilegio de la figura de la inmunidad, habiéndose llegado ha convertir 
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en un eficaz incentivo para quienes tienen algún proceso, o a 
postrimerías de tenerlo, tomen la decisión de financiar campañas y 
también postulen al Congreso. ¿Debe continuar esta situación de 
favorecimiento a la impunidad? Por muchas y muy fuertes razones 
jurídicas y sociales resulta indispensable iniciar una decidida reforma 
constitucional para eliminar la inmunidad parlamentaria, hoy convertida, 
en los hechos, en la defensa política de la impunidad.  
 
1.2.   PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
En el Proyecto de Investigación por cuestiones metodológicas nos 
llegamos a plantear las interrogantes que fueron absueltos en la 
presente tesis. El problema, en este caso, está simbolizado por los 
siguientes interrogantes: 
  
1.2.1. Problema general 
¿Qué es la inmunidad parlamentaria y por qué se afirma que ella se ha 
desnaturalizado y convertido en impunidad parlamentaria como una 
forma de blindar los ilícitos cometidos por los congresistas?  
 
1.2.2. Problema específico 
¿Por qué es necesario modificar la Constitución de 1993 en la parte de 
la inmunidad parlamentaria y cuáles serían sus efectos constitucionales?  
 
1.3.   JUSTIFICACIÓN 




a. Al Congreso se le considera como el primer poder del Estado, en 
consecuencia, esta primacía de orden político y constitucional debe 
reflejarse en todos sus actos, legislativos, de fiscalización, de 
intermediación, y la forma ética de ejercer tales funciones.  
 
b. El Congreso del Perú, en los últimos cuatro gobiernos ha perdido 
toda credibilidad y confianza frente a la ciudadanía; en primer lugar, 
por el bajo nivel político-académico de sus integrantes de hacerse 
merecedor de ocupar los escaños parlamentarios; en segundo lugar, 
por la baja y pésima producción legislativa; y, en tercer lugar, por la 
corrupción e ilícitos en que se hallan involucrados congresistas de 
casi todas las agrupaciones políticas que tienen representación en el 
Congreso. 
 
c. Lo que más incide en el descrédito del Congreso, son los actos de 
corrupción y hechos ilícitos de diversa naturaleza en los que se 
hallan involucrados muchos congresistas, cuyos actos son blindados 
mutuamente por todos los grupos políticos.  
 
d. Frente a este análisis, las razones de la presente investigación, es 
proponer la reforma del artículo 93 de la Constitución a fin de 
erradicar la inmunidad parlamentaria. 
 
1.4. OBJETIVOS 





1.4.1. Objetivo general 
Definir la noción jurídica constitucional de inmunidad y describir de cómo 
se manifiesta la desnaturalización de la inmunidad, hoy convertida en 
impunidad parlamentaria, frente al blindaje de hechos ilícitos cometidos 
por los congresistas.  
 
1.4.2. Objetivo específico 
Describir los hechos fácticos de carácter ilícito cometido por los 
congresistas antes y dentro del ejercicio de sus funciones y plantear la 












EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
La presente investigación ha contraído una actitud de preocupación 
indagatoria nueva, parte inevitablemente de información pre existentes 
que se encuentran en libros o documentos que incluyen investigaciones 
que se han efectuado en relación al tema de manera directa o 
indirectamente, lo cual presta mayor seriedad a ésta tarea iniciada al 
abordar trabajos ya efectuados en estrecha relación a nuestro tema de 
investigación y que nos sirven de pautas durante la elaboración y 
ejecución del presente proyecto de investigación. 
La investigación que se realizó en búsqueda de trabajos de nivel 







2.2.  BASES TEÓRICAS 
2.2.1. El régimen parlamentario en la doctrina y en el Perú 
Cuando se habla de régimen parlamentario, este término no designa, en 
principio, ni una teoría política concreta (parlamentarismo), ni tampoco 
una determinada práctica estatal determinada (primacía del parlamento), 
sino una determinada forma de gobierno en la que el parlamento 
participa de forma decisiva en la dirección de los asuntos del Estado. Se 
tiene, según los historiadores, que existió las representaciones 
populares en la Antigüedad (Grecia, Atenas, entre otros pueblos). En 
cambio, las asambleas estamentales llegaron a instituirse a partir de la 
Edad Media, por ejemplo, las denominaciones parlement en Francia 
(Corte de Justicia) y parliament en Inglaterra (Consejo del Reino) fueron 
muy habituales en el control político y participación ciudadana a 
mediados del siglo XIII. Empero, no hay duda, que solamente con la 
conquista del sufragio igual y universal como derecho ciudadano en el 
siglo XIX, podemos hablar con propiedad de la existencia de 
parlamentos en sentido moderno, como supremos órganos de 
representación popular de un régimen republicano de un Estado.  
 
Hoy, el sistema parlamentario o representación congresal se le 
reconoce como legítimo e inherente a todo Estado contemporáneo. 
Incluso esta forma de representación popular y democrática se ha 
extendido tanto en monarquías parlamentarias (Gran Bretaña, Bélgica, 
Países Bajos, Suecia, España) como en repúblicas y democracias 
parlamentarias (Italia, Austria, República Federal de Alemania, India; de 
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hecho, también Canadá y Australia). En la variedad de formas y 
capacidad de adaptación del régimen parlamentario reside precisamente 
buena parte de su vitalidad y eficacia integradora, que, si bien ha sido 
constantemente cuestionada y criticada, para numerosos Estados ha 
evidenciado carecer de alternativas, incluso, y especialmente, bajo las 
condiciones de la moderna sociedad industrial. 
 
“La teoría predominante de rango constitucional, se llama régimen 
parlamentario o congresal, a la doctrina según la cual, la existencia de 
un gobierno (tanto su conformación como la garantía de su 
permanencia) depende del grado de confianza del parlamento o 
congreso. En otros casos, depende del expreso consentimiento 
(elección) o tácito consentimiento (tolerancia) de la mayoría 
parlamentaria. En los casos donde el parlamento no elige al jefe de 
gobierno (canciller, primer ministro) no estamos en presencia de un 
régimen parlamentario”1.  
 
2.2.1.1. Modalidades del régimen parlamentario  
Los Estados configuran una diversidad de procedimientos mediante los 
cuales se forma un gobierno y se expresa la confianza del parlamento 
dan lugar a la existencia de diversas modalidades del régimen 
parlamentario, de las que una parte está anclada constitucionalmente, 
mientras que la otra se halla simplemente enraizada en la cultura política 
de un determinado país. En los casos más recurridos, la conformación 
de un gobierno requiere un previo reconocimiento y declaración positiva 
de lealtad por parte del parlamento o congreso (voto de confianza), que 
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consiste en la elección del primer ministro, y en ocasiones también de 
los ministros en su conjunto. 
 
“En estos casos, una vez emitida la declaración de confianza, el 
apoyo parlamentario se presume (presunción de censura). A la inversa, 
el jefe de gobierno puede someter en cualquier momento a votación la 
continuidad del gobierno (cuestión de confianza) y, en caso de que el 
resultado fuera negativo, las consecuencias serían las mismas que las 
de una moción de censura que prosperara: el gobierno queda destituido, 
o bien está obligado a dimitir, aunque siga ejerciendo sus funciones 
hasta la formación de un nuevo gobierno (gobierno en funciones)”1. 
A pesar de que, según la doctrina, con el término de una 
legislatura finaliza igualmente el mandato de gobierno y, 
consiguientemente, cada parlamento recién elegido debe formar su 
propio gobierno o confirmar al anterior en sus funciones (principio de no 
continuidad). Esta relación no obliga de forma imprescindible al sistema 
de régimen parlamentario, salvo el caso que persista la posibilidad de 
una moción de censura. De igual forma, un determinado sistema de 
gobierno no pierde su carácter representativo parlamentario por el mero 
hecho de que, en ausencia de moción de censura, el período de 
mandato de un gobierno esté únicamente vinculado a la duración de la 
legislatura (gobierno por tiempo determinado).  
 
Al adoptarse una u otra modalidad, lo cierto es que la moción de 
censura o la vinculación del gobierno al período de legislatura forman 
parte de los supuestos funcionales mínimos del régimen parlamentario. 
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Tanto la formación de un gobierno como la retirada de la confianza 
mediante la adopción de una moción de censura o la respuesta negativa 
a una cuestión de confianza requieren una expresa declaración del 
parlamento. Mediante resolución mayoritaria de los diputados. Por lo 
demás, es suficiente para la permanencia del gobierno una tácita 
tolerancia, aun en el caso de que un gobierno (ya) no disponga de una 
mayoría absoluta en el parlamento.  
 
2.2.1.2. Orígenes de la representación política parlamentaria 
“El origen de la representación política moderna se diferencia de la 
representación política estamental cuyo inicio se gesta en Inglaterra del 
siglo XVII. Fue por la Revolución inglesa que por primera vez en la 
historia de la Monarquía Absoluta que perduró por muchos siglos, 
posibilitó que surgiera el Parlamento y disponga en dos ocasiones de la 
Corona de Inglaterra. La primera, a mediados del siglo con el 
derrocamiento y posterior ejecución de Carlos I. La segunda, a finales de 
siglo con la opción a favor de la Casa de los Hannover para ocupar el 
trono de Inglaterra”20.  
 
El hecho de «disponer» de la Corona es de una importancia 
capital, de la misma manera que lo sería en la Francia revolucionaria un 
siglo más tarde y de manera más limitada en España a principios del XIX 
con la abdicación de Carlos IV tras la invasión napoleónica. La ruptura 
con la soberanía absoluta del monarca, con la fuente de legitimidad del 
poder del Estado Absoluto de entonces, fue la condición sine qua non 
para la afirmación de otro tipo de legitimidad, de otro tipo de soberanía. 
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Con esta rica experiencia inglesa se pasó de la soberanía monárquica a 
la soberanía parlamentaria, más adelante, con la experiencia continental 
europea se pasó a la soberanía nacional.  
 
“En estas primeras épocas, es a través de los procesos 
revolucionarios de cómo la función política de la elección y 
representación parlamentaria cambió el panorama político de entonces. 
Al inicio de ser un órgano delimitado por el monarca pasó a ser un 
órgano autónomo de dirección política y de legitimación del poder del 
Estado. Esta evolución fue lenta y nada fácil, pues se tenía que afirmar 
el Parlamento en una nueva situación política, tanto frente a la 
resistencia del monarca, como frente a la eventual competencia de 
algunas instituciones del Antiguo Régimen. Y de allí que fuera a través 
de conflictos constitucionales (desde el producido en torno a la 
Septennial Bill con la finalidad de asegurar la convocatoria regular y en 
plazos más breves del parlamento o el resultante del ejercicio del 
derecho de petición por la ciudad de Kent, que el Parlamento entendió 
como una suerte de competencia desleal y de invasión de la esfera 
política a él reservada a comienzos del XVIII, hasta los conflictos de final 
de siglo con ocasión de la guerra de independencia de las trece colonias 
americanas) como el Parlamento se afirmaría políticamente, 
constituyéndose de manera irreversible en la clave de bóveda de todo el 
sistema constitucional inglés. Pero en realidad es en su afirmación frente 
a la Corona en el siglo XVII donde hunde sus raíces el principio de 
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soberanía parlamentaria, que ha sido desde entonces el núcleo esencial 
de la constitución inglesa”20. 
 
La Revolución inglesa pondría en marcha un proceso que 
acabaría operando la sustitución del principio de la soberanía del 
monarca por la soberanía parlamentaria, haciendo descansar a partir de 
ese momento la legitimidad del poder en los representantes de la 
sociedad. Es en el Parlamento donde se encontró el origen las grandes 
decisiones políticas y las normas jurídicas del Estado y el jefe del mismo.  
 
Un órgano de esta naturaleza ya no podía ser un órgano 
ocasional, cuya convocatoria dependiera de una voluntad ajena, sino 
que tenía que ser un órgano permanente, con reglas fijas de 
convocatoria en plazos preestablecidos y tenía que ser, además, un 
órgano que se asegurara la dirección efectiva del país a través de la 
designación del gobierno. Así, el Parlamento llega a convertirse en el 
órgano supremo portador del programa del gobierno del Estado. Su 
función deja de ser negativa, de limitación de otro poder soberano, para 
pasar a ser una función positiva, de ejercicio del poder soberano.  
 
Todo este proceso resultó desde ya incompatible con el mandato 
imperativo del Antiguo Régimen. A partir del momento en que la 
soberanía reside en el Parlamento, los representantes de los ciudadanos 
tienen que tener las facultades para adoptar cuantas decisiones políticas 
sean necesarias para la dirección del país, sin verse maniatados por 
«instrucciones vinculantes» de los electores. De esta experiencia nacerá 
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el mandato representativo, que será uno de los centros de atención de la 
teoría política y constitucional a lo largo del XVIII.  
 
«El Parlamento, dirá Burke, no es un congreso de embajadores 
de intereses diferentes y hostiles, intereses que cada uno debe 
mantener en tanto que representante y abogado contra los otros 
representantes y abogados, sino que el Parlamento es una asamblea 
deliberante de una sola nación, con un solo interés, el del todo, en la 
cual no son los prejuicios locales los que deben orientarla, sino el bien 
general resultado de la razón general del todo. Vosotros elegís un 
diputado, es verdad, pero cuando lo habéis elegido no es un diputado de 
Brístol, es miembro del Parlamento». 
 
En el mismo sentido, escribía Blackstone: «Cada miembro, 
aunque es elegido por un distrito particular, sirve para todo el reino. Pues 
el fin por el que es enviado no es particular sino general: no es en el solo 
interés de sus comitentes, sino en el de la comunidad. En consecuencia, 
no está obligado, como diputado de las Provincias Unidas, a consultar a 
sus electores o a considerar sus instrucciones sobre un punto 
particular». 
 
En la experiencia de entonces, la transición del mandato 
imperativo al mandato representativo parlamentario se produjo en menos 
tiempo y aunque de manera más dramática de lo esperado. Es así como 
el 24 de enero de 1789 Luis XVI hizo la convocatoria de los Etasts 
généraux tradicionales de la Monarquía francesa, pero exigiendo en el 
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Reglamento de esta convocatoria que «los poderes de los que serían 
provistos los diputados deberán ser generales y suficientes para 
proponer, advertir, aconsejar y consentir». Tal orientación política, no fue 
seguida por los estamentos a la hora de enviar a sus representantes, 
dando a éstos instrucciones precisas y poderes limitados. El 23 de junio 
de 1789 Luis XVI procedería a anular las «restricciones de poderes» en 
los términos siguientes: «Su Majestad declara que en las sesiones 
próximas de los Etats généraux no tolerará, jamás, que los cuadernos o 
mandatos puedan ser considerados como imperativos. No deben ser 
más simples instrucciones confiadas a la conciencia y opinión libres de 
los diputados a los que se ha elegido». 
 
Fueron estas opciones del monarca las que pondría en 
movimiento el proceso que condujo, casi sin solución de continuidad a 
transformar los Etats généraux del Antiguo Régimen en la Asamblea 
Constituyente de la que arrancaría al Estado constitucional. El 8 de julio 
la Asamblea declararía solemnemente; «La nación francesa, estando 
toda entera representada legítimamente por la pluralidad de sus 
diputados, no puede verse detenida nunca en su actividad, ni alterada su 
libertad, ni atenuada la fuerza de sus decisiones, ni recortados los límites 
de los asuntos sometidos a su poder legislativo, que se extiende 
esencialmente sobre todas las partes de la nación y de las posesiones 
francesas, por los mandatos imperativos, por la ausencia voluntaria de 
algunos miembros, ni por las propuestas de la minoría». De esta 
situación, se pasó a la Declaración de Derechos del Hombre y del 
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Ciudadano en el mismo verano del 89 y la Constitución de 1791, en la 
que se afirmaría que la soberanía reside esencialmente en la nación y se 
prohibiría expresamente el mandato imperativo:  
 
«Los representantes nombrados por los departamentos no serán 
representantes de un departamento particular, sino de la nación entera, 
y no se les podrá dar ningún mandato». La experiencia francesa fue la 
que luego se extendió como reguero de pólvora por toda Europa y 
singularmente en España como consecuencia de la invasión 
napoleónica. La Constitución de Cádiz de 1812 tanto en su Discurso 
Preliminar como en su texto sería una de sus exposiciones más 
acabadas.  
 
Desde entonces, se llegaron a sentar para siempre, las bases de 
las características esenciales de la representación política, cuyos pilares 
jurídicos fueron: 
 
“1ª. La institución representativa por excelencia, el Parlamento, se 
convierte no sólo en un órgano permanente de la organización 
constitucional del Estado, sino además en el órgano central del que 
directa o indirectamente dependen todos los demás. El parlamento 
se convierte en una suerte de «patrón oro» del Estado 
Constitucional.  
 
2ª. La representación política es el mecanismo de legitimación del poder. 
El poder del Estado es legítimo porque la manifestación de este 
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último es reconducible a la mayoría que se genera en la sociedad a 
través de elecciones competidas.  
 
3ª. La representación es una representación de individuos, de 
ciudadanos. La soberanía nacional no tolera la existencia de 
relaciones de supra y subordinación política entre los individuos, sino 
que exige la afirmación del principio de igualdad entre todos ellos.  
 
4ª. La representación política no representa a los ciudadanos en ningún 
caso y por ninguna razón en el plano de las relaciones jurídicas con 
los otros sujetos, sino que los representa al nivel de las relaciones 
jurídicas generales, en relación con el ente político general, con el 
Estado. Por eso, los actos del representante político no tienen 
ninguna eficacia directa, ni positiva ni negativa, en la esfera jurídica 
de los representados.  
 
5ª. Justamente por esto, la elección del parlamento es irrevocable hasta 
la finalización del mandato. 
6ª. El Parlamento tiene que rendir cuentas de su gestión, pero tiene que 
rendir cuentas políticamente, esto es, de forma general sin 
precisiones contables de ningún tipo”20.  
 
Respecto a la representación política de este tipo, es sobre la cual 
se ha construido el Estado Constitucional Democrático y de Derecho a lo 
largo de estos dos últimos siglos. Desde luego, a lo largo del tiempo, las 
instituciones representativas, como los parlamentos, han experimentado 
cambios y renovaciones importantes. Pero jurídicamente y 
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constitucionalmente, el esquema de representación política expresado 
en el mandato representativo continúa siendo el paradigma político 
vigente en casi todos los Estados del siglo XX y XXI.  
 
La influencia mayor sobre estos hechos, se produjeron en pleno 
siglo XX con la imposición de los partidos políticos como los agentes 
centrales del proceso político. Desde un punto de vista jurídico la 
situación no ha variado respecto del XIX y el parlamentario sigue 
teniendo un mandato representativo y es un representante de la nación y 
no del partido. Pero en el siglo XXI, si bien existen algunas renovaciones 
constitucionales, aun así, los cambios respetan lo que fueron las 
grandes conquistas de finales del siglo XIX y XX. 
De facto, sin embargo, la situación sí es muy distinta, ya que la 
actividad política del parlamentario al margen de su pertenencia al 
partido está muy limitada tanto por la dificultad de incidir en la toma de 
decisión de las Asambleas como por la dificultad extrema de poder 
continuar en su tarea parlamentaria en la próxima legislatura.  
2.2.1.3. Funciones y atribuciones del parlamento según el 
constitucionalismo peruano 
“Desde el surgimiento del liberalismo político y económico a finales del 
siglo XVIII, existía la filosofía política de que soberanía descansaba en el 
parlamento, y que este a su vez, la recepcionaba del populorum; esta 
voluntad popular, era el símbolo de la representación de todas las 
tendencias y corrientes políticas cuya manifestación daba forma a la 
voluntad fundacional del Estado–Nación. En esta institución y su 
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representación, como sostiene Sieyes, era determinante en la 
configuración del parlamento regida como primer poder del Estado”25. 
 
En nuestro caso, la tradición constitucional ha seguido esta 
orientación filosófica que se manifiesta en casi todas las constituciones 
que hemos tenido a lo largo de la historia, en las que invariablemente el 
Estado tiene como primer poder (al menos en la teoría política) al Poder 
Legislativo. Este sentido, se fue configurando bajo la premisa de que el 
Parlamento o Congreso es el principal depositario de la voluntad 
ciudadana y de gobierno del Estado. Asimismo, de las potestades 
preeminentes, por medio de los cuales se expresa la relación entre el 
Estado y la sociedad. Empero, este concepto no llegó a traducirse en la 
realidad y, para todos los efectos políticos, no podría sostenerse que el 
Parlamento o Congreso haya sido considerado, constitucionalmente, 
alguna vez el primer poder del Estado.  
Al contrario, según nuestra experiencia nacional e internacional, y 
lo que la historia del país registra ha sido la primacía, en los hechos, del 
Poder Ejecutivo y en concreto del Presidente de la República. Esto es 
contrario de lo dispuesto en los textos constitucionales que tendieron 
más bien a estructurar un régimen mixto de tipo presidencial–
parlamentario, sin perjuicio del tratamiento preferencial en los textos 
constitucionales del Poder Legislativo.  
 
El desarrollo posterior del Derecho Constitucional y de la 
acentuación de la tendencia presidencialista en el Perú, el tratamiento en 
primer lugar del Legislativo en la Constitución de 1993 no debe ser 
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interpretado como un signo de recuperación de la prestancia y 
supremacía del Congreso. Desde la perspectiva del presente análisis, se 
trata de la reiteración de una costumbre en el modo de hacer las 
constituciones, pero sin ningún efecto ni consecuencia en cuanto a la 
orientación y funcionamiento del modelo político establecido.  
 
Conforme a las constituciones de 1933 y 1979, la actual vigente 
de 1993, no define el sistema político predominante, sea este 
presidencial o parlamentario. Como se sabe, estas definiciones 
corresponden al campo de la doctrina y las teorías de rango 
constitucional, y es el análisis del conjunto de las normas el que 
determina la opción adoptada por los constituyentes.  
Estando al contenido de la Carta Fundamental de 1993, se puede 
sostener que opta por el modelo mixto presidencial–parlamentario, cuyo 
referente contemporáneo es la Constitución Francesa de 1958. Sin 
embargo, existen diferencias sustantivas entre esta Carta de 1993 y sus 
predecesoras. La Constitución de 1979 fue superior a la de 1933 en 
cuanto estructura y tratamiento orgánico de las instituciones 
constitucionales; lo es también con relación a la actual, al tratar de 
diferenciarse del régimen político previsto por su predecesora, incurre en 
un desbalance orgánico que afectará el equilibrio de los poderes del 
Estado.  
 
La construcción del Estado moderno convierte el Congreso en el 
centro de la representación política. No obstante, este perfil no respeta la 
racionalidad del criterio representativo con respecto del Congreso, pese 
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a todo, este enfoque no ha sido tomado en cuenta en la actual 
Constitución, bajo la premisa de que la representación del Legislativo 
adopta su carácter de contrapeso político, “tanto en su composición 
plural se expresa la opinión multánime del soberano, como porque la 
principal función delegada por el pueblo es dar la ley, factor este 
consustancial a la democracia”2. 
 
El Congreso está pues, disminuido y en varios aspectos 
subordinado a las decisiones del Gobierno representado por el Poder 
Ejecutivo y el Presidente de la República según parece falta mantener 
un adecuado equilibrado de poderes: “En cuanto a las reformas en el 
ámbito político, el objetivo fundamental es lograr un adecuado equilibrio 
de poderes. Nuestro sistema no es presidencialista ni parlamentarista 
sino una combinación conflictiva de los dos sistemas, que no estaban 
bien elaborada, pues cada vez que ha habido conflicto grave entre los 
dos poderes, el asunto ha terminado con un golpe de Estado. Pero una 
reforma del balance de fuerzas sólo será posible si se concede más 
fuerza al Gabinete y al propio Congreso y a su vez se logra una 
adecuada descentralización municipalizada”5. 
 
Como lo vemos, la supuesta intención de contrapesar el inmenso 
poder del Jefe de Estado a través de un Gobierno de Gabinete quedó 
sólo en un buen deseo. La lectura de la actual Constitución confirma que 
el Congreso ha perdido fuerza y capacidad para construir un adecuado y 
necesario contrapeso político al Ejecutivo. Más aun, la espada de 
Damocles de la disolución puede determinar que el Congreso límite 
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deliberadamente sus funciones de control político sobre el Ejecutivo, lo 
que significaría una inhibición sistemática de sus funciones. 
 
2.2.1.4. El control fiscalizador del congreso nacional 
Una de las instituciones más importantes diseñados por el 
constitucionalismo contemporáneo y peruano, es la del control 
fiscalizador congresal o parlamentario. Este consiste en la facultad que 
asume el Congreso de efectuar de actos con relevancia jurídica en la 
relación entre poderes, mediante las cuales algunas acciones del Poder 
Ejecutivo están sometidos a acciones de supervisión y fiscalización por 
parte del Poder Legislativo. Esta actividad parlamentaria recibe en 
nombre de control o rol fiscalizador. 
 
Por tratarse de un tema, hoy en día, en el centro de las relaciones 
Ejecutivo–Legislativo, es pertinente que reproduzcamos los conceptos 
vertidos en la doctrina, ello teniendo en cuenta que en el caso peruano la 
resistencia al control parlamentario suele ser un motivo de fricción 
constante entre el Jefe de Estado (Presidente) de la República y el 
Legislativo o Congreso, al punto que una de las condiciones causales 
para el autogolpe de Estado del 5 de abril de 1992 fue precisamente la 
Ley 25397 o Ley de control parlamentario de los actos normativos del 
Presidente de la República, que sin embargo, no fue otra cosa que una 
ley de desarrollo constitucional para poner en vigencia los mecanismos 




El control o rol fiscalizador, era concebido anteriormente como 
una función secundaria y siempre a posteriori que ejercita el Parlamento, 
respecto de determinados actos del Ejecutivo. Pero ahora el control 
aparece como un elemento de la relación entre órganos, sin que ello 
anule el que el Parlamento o Congreso pueda efectuar a posteriori. La 
aplicación del control a un acto gubernamental es un proceso especial 
que en sus resultados podría derivar a que el Congreso demande la 
responsabilidad política que corresponda. A este respecto Loewenstein 
señala: “La función de control en el Estado constitucional es doble. Por 
un aparte consiste en el hecho de que un acto estatal sólo tiene lugar 
cuando los diversos detentadores del poder están dispuestos a una 
común actuación. Aquí se da el control por distribución del poder. Pero el 
control también puede consistir en que un detentador del poder impida la 
realización de un acto estatal o que ponga en juego su existencia”12. 
 
De esta manera, el Congreso según la Constitución de 1993, 
ostenta las facultades de asumir funciones legislativas, sin recortar 
algunas funciones gubernativas y administrativas mediante el proceso de 
fiscalización y control parlamentario. Pero a su vez, el Ejecutivo puede 
participar en la actividad legislativa, y en los regímenes parlamentarios y 
mixtos podrá ejercer recursos que moderen los efectos de determinadas 
acciones de control político del Parlamento.  
 
Conforme exponemos y aunque no en proporciones extensas, el 
control es mutuo, pero es indudable que el Congreso ha logrado otorgar 
a sus funciones de control de un rango equivalente a las legislativas. 
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Para algunos autores, inclusive esta función tiene en el Estado 
contemporáneo mayor importancia, porque el Congreso participa 
mediante el control en la formación de la decisión política que cobra 
forma en el acto gubernamental, sin que ello lo inhiba ni le impida ejercer 
el control posterior y demandar, si es el caso, la responsabilidad política. 
 
En este sentido, el criterio más adecuado de compensación que 
evita los peligros de una asimetría por la excesiva concentración del 
poder en el Ejecutivo, es que el Congreso incremente funciones de 
control. Precisamente, la modernización del Congreso que mayores 
frutos rinde a la estabilización del régimen democrático, es el control 
parlamentario. 
 
La organización del control político puede realizarse a través de 
varias esferas. En primer lugar, el Congreso especializa sus comisiones 
ordinarias, facultándolas para el conocimiento, la información, el 
seguimiento y las sugerencias en el proceso deliberativo gubernamental 
que precede a las decisiones de cada sector o ministerio. Se trata en 
este caso de un control atenuado que sirve para moderar las decisiones 
sectoriales del Ejecutivo. En el mismo sentido se inscriben las preguntas, 
los pedidos escritos de los parlamentarios, los acuerdos del Pleno y las 
invitaciones a los ministros para que concurran a informar a las sesiones 
del Congreso.  
 
Esta modalidad es una especie de control tolerado, porque la 
obligación constitucional de los ministros para informar, se vuelve en la 
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práctica un sistema de trabajo mediante el cual el Congreso no solo 
sigue la aplicación de la ley, sino que el ministro conviene en aceptar la 
reunión de trabajo y la sugerencia del Congreso, convirtiéndola en un 
insumo importante para las decisiones de las políticas sectoriales a su 
cargo. 
 
En segundo lugar, se ubica el control que el Congreso ejerce a 
consecuencia de las actividades legislativas del gobierno. Bajo la 
modalidad, el gobierno no ejerce la atribución legislativa en términos 
absolutos, sino que está obligado a dar cuenta del acto al Congreso o a 
someterlo a su ratificación. El Congreso evalúa entonces la acción, 
legislativa, su ajuste a las normas constitucionales y adopta una 
decisión. El control se ejerce en este caso en el proceso de evaluación y 
en la decisión final, que puede significar o la derogación total o parcial 
del decreto legislativo que analiza, como también la no ratificación del 
decreto ley que para tal efecto es sometido a su consideración. 
Adicionalmente y si mediara constatación de abuso por parte del 
Ejecutivo, puede demandar la responsabilidad política de este. 
 
La tercera y última forma de control es la más clásica de todas y a 
la que usualmente se le conoce como control político. Nos referimos en 
concreto a las comisiones investigadoras; a la capacidad que el 
Congreso tiene a través de estas comisiones para fiscalizar y someter a 
un proceso completo de investigación determinados actos del Ejecutivo. 
Este no puede negarse ni rechazar la investigación; será su obligación 
someterse y aceptar ser investigado. Los informes finales concluyentes 
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de las comisiones investigadoras una vez discutidos y aprobados por el 
pleno congresal puede concluir estableciendo responsabilidades 
administrativas, penales y políticas.  
 
“Las dos primeras se procesarán en los fueros respectivos para 
las correcciones y reparaciones a las que haya lugar, aplicándose los 
procedimientos reglados de transferencia. En el caso de encontrarse 
responsabilidades políticas, ello obligará a seguir un procedimiento al 
interior del Congreso, por el cual se hará efectivo la sanción por las 
responsabilidades políticas de los funcionarios al que procesa y 
sanciona”2. 
 
2.2.1.5. Funciones del congresista según la constitución 
Según la Constitución vigente, el cargo funcional del congresista es de 
tiempo completo. En este caso, está prohibido desempeñar cualquier 
cargo o ejercer cualquier profesión u oficio, durante las horas de 
funcionamiento del Congreso. Este mandato es incompatible con el 
ejercicio de cualquier u otra función pública, excepto la de ministro de 
Estado, y este cargo lo ejercerá con la previa autorización del Congreso, 
Asimismo, la función de congresista es incompatible con 
responsabilidades de asumir cargos de gerente, apoderado, 
representante, mandatario, abogado, accionista mayoritario o miembro 
del Directorio de empresas que tienen con el Estado contratos de obras, 
de suministro o de aprovisionamiento, o que administran rentas públicas 




“También, existen otras limitaciones, pues, el congresista no 
puede asumir otras actividades que sean manifiestamente incompatible 
con otros similares en empresas societarias, obtengan concesiones de 
cualquier tipo de parte del Estado, así como en instituciones del sistema 
financiero supervisadas por la Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones”11, entre otras. 
 
El cargo de congresista, en consideración a su origen y función, 
es el de representante, o sencillamente congresista, como se suele 
denominar a quienes forman parte de un Congreso unicameral. Por otro 
lado, la referencia a la dedicación a tiempo completo de los congresistas 
es, en principio, una sana incorporación de la Constitución vigente, pues 
se preserva, en primer lugar, su autonomía respecto de la 
Administración Pública. Este requerimiento no figuraba taxativamente en 
la anterior Carta, pero se podía deducir de la incompatibilidad que 
diseñaba el artículo 173. Por estas mismas razones resulta 
incomprensible y hasta cierto punto de efectos neutralizadores, el que se 
haya añadido la expresión «durante las horas de funcionamiento del 
Congreso». Una primera lectura del añadido sugiere una restricción 
efectiva al «tiempo completo» en el mismo párrafo dispuesto, que de 
esta manera reduce el concepto a un «tiempo parcial».  
En efecto, los congresistas en algunos casos, están en la 
posibilidad de desempeñar algunos otras funciones, profesión u arte 
durante las horas en que pertenece cada congresista y las sesiones 
plenarias a una vez por semana. Este hecho manifiesta una grave 
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contradicción, no solamente con el texto del primer párrafo, sino también 
con la redacción de los siguientes tres párrafos del mismo artículo, que 
apuntan más bien hacia la dedicación a tiempo completo del congresista. 
 
Para corregir esta ambigüedad, destinada a que los congresistas 
ejerzan actividades profesionales o de otra índole, se impone una 
reforma de este artículo, que explicite la dedicación exclusiva. El 
mandato del congresista es de la mayor responsabilidad, por su propio 
origen popular. En ese sentido, quien postula al Congreso conoce 
perfectamente las atribuciones y limitaciones que este cargo representa. 
El ingresar al Congreso por el voto popular también implica, hay que 
recordarlo, un alto grado de desprendimiento y entrega del congresista 
elegido, quien tiene la obligación moral y constitucional de dedicarle todo 
su tiempo y esfuerzo a las tareas legislativas y fiscalizadoras del 
Congreso3. 
 
Los siguientes tres párrafos de este artículo se refieren al régimen 
de incompatibilidades parlamentarias. En esta materia se reitera lo 
señalado por la Constitución de 1979, salvo pequeños añadidos, que 
refuerzan el rigor de las incompatibilidades. Al respecto, parece 
pertinente reiterar lo señalado en nuestro trabajo Constitución y sociedad 
política, en el que, comentando la institución, señalábamos que la 
finalidad de las incompatibilidades «es la preservación de las 
prerrogativas parlamentarias, sin abusar de ellas ni desnaturalizarlas. El 
riesgo de la corrupción y del uso del poder para el enriquecimiento ilícito 
es lo que trata de evitar esta disposición». Por lo demás, la dedicación 
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exclusiva en un cargo público altamente remunerado elimina la tentación 
del tráfico de influencias. 
 
La incompatibilidad congresal para ejercer cualquier otra función 
pública es el meollo de la institución que comentamos. Existen 
solamente dos excepciones: asumir el cargo de Ministro de Estado y el 
desempeño de comisiones extraordinarias de carácter internacional10. 
Respecto a lo primero, se recoge una tradición constitucional del 
presente siglo, que si bien es cierto no ha afectado las relaciones 
Ejecutivo–Parlamento ya que el representante no pierde su estatuto al 
asumir funciones ministeriales, puede ser determinante de una pérdida 
de nitidez en la estructura misma del régimen político que consagra la 
Constitución.  
 
El dispositivo, en análisis, propone un acercamiento nominal al 
gobierno de tipo congresista, aun cuando el presidente de la república 
sea quien designe a sus ministros. En regímenes presidenciales puros, 
como el de Estados Unidos, se prohíbe ejercer ambas funciones, y en 
algunos sistemas parlamentarios se exige pertenecer al Congreso para 
acceder al cargo ministerial, como es el caso de Gran Bretaña. 
La experiencia histórica aconsejaba optar por una fórmula más 
simple en la que el ministro no se vea sometido a un conflicto de 
lealtades por su doble pertenencia al Congreso y al Poder Ejecutivo, 
dentro de un sistema mixto que finalmente resulta un híbrido por la 
tensión que genera depender de la confianza del Presidente de la 




En este sentido, la crítica a la Constitución de 1979 sigue siendo 
válida para la de 1993, pues habida cuenta de las características 
históricas y sociológicas del Perú «hubiera sido conveniente seguir la 
pauta de los regímenes presidenciales y garantizar mejor la 
independencia del Presidente para nombrar a sus ministros, sin tener 
que hacerlo con senadores y diputados, y el Congreso facilitarle el pleno 
control político, sin caer en la tentación de negociar la formación de 
gabinetes parlamentarios». 
 
En segundo lugar, la autorización para que los congresistas 
desempeñen encargos internacionales es una posibilidad que tuvo poco 
uso durante la Constitución de 1979 y su permanencia sugiere una 
mayor asiduidad en la participación de parlamentarios en tareas 
internacionales. Como es obvio, se trata de misiones cuyo encargo 
proviene del Presidente de la República, que es quien dirige las 
relaciones internacionales. Una última precisión es que estos encargos 
no incluyen el ser nombrado Embajador a cargo de la representación 
diplomática del Perú ante los países con los que se mantienen 
relaciones en ese nivel. 
Las prohibiciones de los dos últimos párrafos del artículo 92 
amplían y detallan las incompatibilidades parlamentarias. La intención 
evidente que ha primado en el legislador ha sido la necesidad de sentar 
un precedente de moralidad pública. Es preciso señalar la serie de casos 
en los que representantes ante el Congreso han intervenido 
directamente en actividades ajenas a su función, muchas de ellas de 
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índole delictiva. Para evitar esta práctica, los parlamentarios gozan de 
una remuneración adecuada, así como de una capacidad logística y de 
asesoramiento que deben facilitar su dedicación a tiempo completo. 
 
2.2.2. La inmunidad parlamentaria según la constitución de 1993 y 
su interpretación jurídica 
2.2.2.1. El derecho de gracia presidencial 
“La concepción del derecho de gracia dista mucho de la tendencia actual 
de la doctrina y los tribunales nacionales y extranjeros. Consiste, más 
bien, en sostener que el ejercicio de esta facultad debe ser 
necesariamente compatible con los fines propios de un Estado 
Constitucional y Democrático de Derecho. La facultad de gracia no será 
nunca más concebida con carácter privado, como en sus orígenes, sino 
que se trata de una facultad de carácter público y discrecional, que se 
encuentra limitada e informada por la Constitución Política, tal como se 
desprende de la lectura de la norma respectiva, en el cual se obliga a 
todos los órganos del Estado a actuar de conformidad con el orden legal 
y constitucional”3.  
 
“De otro lado, como lo ha señalado el profesor Bustos Ramírez, el 
derecho de gracia se ha mantenido a través de la amnistía y el indulto, 
en razón de que es permisible aplicar como correctivo general y último 
frente a errores o contradicciones posteriores, en este caso funciona el 
principio de necesidad de pena (se afirma, entonces, la necesidad de la 
pena como correctivo básico y elemental del sistema penal) y también 




En la actualidad, desde el punto de vista constitucional, la palabra 
gracia presidencial, es utilizada para nominar en forma genérica, el 
“perdón” que suele otorgar los presidentes o mandatarios para poner fin, 
anular, reducir o cambiar una sanción o una condena. Para los juristas 
Rodríguez y Serrano –autores de textos de Derecho Penal Español-, 
tanto la amnistía como el indulto son manifestaciones del derecho de 
gracia, es decir, «del derecho del Estado, como único titular del derecho 
a castigar, a renunciar a todo o en parte a la imposición de la pena o, si 
ya ha sido impuesta por los Tribunales, a exigir su cumplimiento»23.  
 
“Es preciso anotar que las posiciones doctrinarias acerca de la 
amplitud del derecho de gracia no son todo coincidente. Los mismos 
autores sostienen que el vocablo gracia tiene un significado general, que 
abarca la amnistía, el indulto y aun la rehabilitación; aunque otras veces 
gracia implica una serie de indultos particulares, de los que estaría 
exceptuada la amnistía”6. 
 
2.2.2.2. Dimensiones de la inmunidad del congresista en el Perú 
La inmunidad, según las diversas teorías constitucionales, es una 
institución jurídica muy importante en la ciencia política y constitucional 
con relación a los Estados de regímenes republicanos, democráticos y 
parlamentarios. La inmunidad como figura jurídica, constituye una 
prerrogativa que ostentan los integrantes del Poder Legislativo 
(congresistas en el caso peruano). En virtud de este derecho 
constitucional, no pueden ser detenidos, procesados ni condenados 
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mientras están en el pleno ejercicio de su mandato congresal. La 
excepción es, en los casos de haber sido intervenido in fraganti en la 
comisión de un delito conforme a nuestra legislación penal, grave. De 
igual modo, tampoco puede ser procesados o juzgados, salvo que el 
pleno del congreso apruebe o autorice el levantamiento de su inmunidad 
congresal o parlamentaria y, luego recién puede ser derivado el caso al 
Poder Judicial para su juzgamiento. Es decir, se tiene que cumplir todo 
el debido proceso establecido en la Constitución y el Reglamento del 
Poder Legislativo. 
 
Los fundamentos de la prerrogativa congresal en favor del 
legislador, ha sido inicialmente para evitar la persecución política de sus 
adversarios, de la presión que se pueda ejercer sobre ellos cuando 
desarrollan actividades de fiscalización, para que puedan, asimismo, 
actuar con libertad en el ejercicio de sus funciones mientras dura el 
cargo. Por estos fundamentos, la Constitución de 1993 garantiza que los 
congresistas no están sujetos a ningún mandato imperativo. 
 
En el Perú, según el artículo 93 de la Constitución de 1993 
señala: “los congresistas representan a la Nación. No están sujetos a 
mandato imperativo ni a interpelación. No son responsables ante 
autoridad ni órgano jurisdiccional alguno por las opiniones y votos que 
emiten en el ejercicio de sus funciones. No pueden ser procesados ni 
presos sin previa autorización del Congreso o de la Comisión 
Permanente, desde que son elegidos hasta un mes después de 
haber cesado en sus funciones, excepto por el delito flagrante, 
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caso en el cual son puestos a disposición del Congreso o de la 
Comisión Permanente dentro de las veinticuatro horas, a fin de que 
se autorice o no la privación de la libertad y el enjuiciamiento”.  
 
Este artículo transcrito literalmente, describe jurídicamente el 
carácter de la representación y la inmunidad de los congresistas. En tal 
consideración, al haberse consignado expresamente que los 
congresistas representan al Estado-Nación y, que al provenir su 
mandato de la voluntad popular no están sujetos a ningún mandato 
imperativo. Señala el constitucionalista Pareja Paz Soldán, por este 
mandato, los representantes al parlamento deben actuar con criterio de 
conciencia y alejados de toda forma de presión oficial o fáctica, 
cualquiera sea el origen de ésta18. De lo anterior se concluye que no 
están sujetos a mandato imperativo ni a contestar preguntas o ser 
interpelados. Teóricamente, no lo están tampoco a los partidos por los 
cuales han sido elegidos. 
 
En estos casos, existe críticas razonables, pues se arguye que la 
Constitución no puede propiciar acciones que signifiquen trastocar la 
existencia, la unidad orgánica, política y disciplina de los partidos o 
frentes políticos. Hay necesidad de tomar en consideración, que la 
representación parlamentaria no significa atomización. Si bien es cierto 
que los parlamentarios o congresistas representan a la nación, no 
obstante, ejercen la representación de congresistas en nombre de los 




El hecho de no estar sujetos a mandato imperativo, en ningún 
caso, debe interpretarse como autonomía o independencia absoluta y 
deslealtad al partido que pertenecen o por el cual fueron elegidos. Por el 
contrario, se constituyen en voceros y, expresan como tal el punto de 
vista de sus organizaciones políticas, coordinado a partir de sus 
respectivas estructuras orgánicas asumiendo la defensa de sus 
propuestas programáticas. En este sentido, el Parlamento desde sus 
orígenes, conformación y funciones, constituye el lugar de debate de 
todas las fuerzas políticas que expresan y representan el pluralismo 
político dentro un Estado.  
 
En cuanto a la inmunidad parlamentaria, esta forma parte del 
estatuto personal de los representantes y se encuentra en lo que 
Duverger denomina inmunidad de jurisdicción. El mismo autor las 
clasifica en la llamada irresponsabilidad, que es la que protege a los 
congresistas de toda presión, coacción o persecución por los actos que 
realiza en el cumplimiento de sus funciones7. En todos los casos, 
funciona como una coraza de protección constitucional a los 
representantes del Poder Legislativo.  
 
“Con respecto a la inmunidad, Bernales Ballesteros sostiene lo 
siguiente: «La principal garantía para el ejercicio autónomo del cargo y 
las funciones parlamentarias, es la inmunidad. En virtud de esta, los 
senadores y diputados no son responsables ante autoridad ni tribunal 
alguno, por los votos u opiniones que emiten en el ejercicio de sus 
funciones. La inmunidad del parlamentario es tan antigua como el 
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Parlamento mismo y la doctrina del derecho constitucional comparado 
indica en las distintas modalidades de la democracia representativa, que 
la inmunidad es una garantía de naturaleza política: no protege al 
parlamentario por la comisión de un delito común, pero en cambio, sí le 
asegura que su persona y su libertad son intocables cuando se trata de 
la actividad, el voto y las opiniones políticas que emite en su calidad de 
senador o diputado”2. 
 
La inviolabilidad como estatuto personal de los parlamentarios es 
un privilegio intrínseco al cargo y función, pero no implica impunidad. La 
excepción que establece la Carta es el caso del flagrante delito. 
Producido este, el representante es puesto a disposición del Congreso o 
de la Comisión Permanente dentro de las veinticuatro horas, a fin de que 
se autorice a darle libertad o a someterlo a enjuiciamiento. Un 
parlamentario puede ser, requerido en juicio si es que se encuentra 
efectiva y probadamente implicado en un asunto de carácter penal. En 
este caso, el juez carecerá de jurisdicción para procesarlo, debiendo 
solicitar previamente al Congreso que se levante la inmunidad 
parlamentaria y puede así quedar a disposición del Poder Judicial. 
 
Sobre la institución jurídica constitucional en análisis, (inmunidad), 
existen diversas opiniones. Muchos sostienen que da lugar al abuso de 
la función por parte del Congresista, dando lugar al riesgo de que el 
Congreso avale la inmunidad con impunidad. También sostienen que 
todos los casos de denuncia y solicitud judicial de levantamiento de 
inmunidad debe procederse cuando existen indicios razonables de la 
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comisión de un delito de parte de los congresistas. El tema siempre ha 
sido materia de debate, porque en principio no es aceptable que en la 
democracia y el Estado de Derecho, el Poder Judicial se haga de la vista 
gorda frente a hechos que merecen una sanción. Por ello, surge la 
necesidad de carácter moral y política de hacer prevalecer los 
procedimientos previos a la decisión del levantamiento de inmunidad a 
un parlamentario.  
 
A este respecto, también Bernales Ballesteros expone en su libro 
Parlamento y Democracia: «Así pues, existe una especie de fuero 
parlamentario; ni siquiera en la situación de delito flagrante el Poder 
Judicial puede actuar ante el parlamentario implicado, como si se tratase 
de un ciudadano cualquiera. El senador o diputado estará de tal modo 
protegido por su fuero, que nada se podrá actuar en su contra si no es 
con la autorización expresa de su Cámara». 
 
Esta disposición es por cierto polémica. “Es evidente que la 
inmunidad es una garantía política para los votos y opiniones en el 
ejercicio de las funciones parlamentarias. El asunto es además claro 
mientras se trate de los votos emitidos en la Cámara, pero no lo es tanto, 
según algunos analistas, con relación a las opiniones emitidas. ¿Todo lo 
que opine el parlamentario fuera del recinto de su Cámara y del horario 
habitual de sus actividades, es opinión correspondiente al ejercicio de 
sus funciones? En principio sí, porque la condición de parlamentario es 
un estatuto especial que acompaña a éste mientras dure su mandato. En 
tal virtud, la opinión sostenida en una sesión de Cámara, como la que se 
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emite en un programa de televisión o en cualquier otro sitio, no sólo 
proviene de la misma persona, sino que estaría amparada por el estatuto 
de la inmunidad». 
 
Existen otras posturas que sostienen que esta forma de 
interpretación es un exceso, pues, la inmunidad de los congresistas, 
debe circunscribirse estrictamente al ámbito de lo parlamentario, por lo 
demás, gozan de las mismas garantías que alcanzan a todos los 
ciudadanos en cuanto derecho a la libertad de expresión. Los que 
sostienen este punto de vista afirman que es necesario poner coto a los 
excesos en las opiniones de los congresistas que se exceden de su 
condición de tales y ofenden la dignidad de las personas y honorabilidad 
de las instituciones, sea calumniándolas, difamándolas o injuriándolas, 
con el agravante de que, por tratarse de congresistas, sus expresiones 
son masivamente difundidas por la prensa para ganar notoriedad. 
 
En todos los casos, y sin duda, estos excesos no pueden ser 
cobijados bajo la forma de inmunidad y que la tolerancia en estas 
arbitrariedades por parte de los congresistas, así como otros que 
significan abuso de la función: falta a la autoridad policial, toma de 
locales, auspicio de actos violentos, etc., no pueden consentirse porque 
convierten a la inmunidad en impunidad. Por todos estos fundamentos, 
confundir una cosa con otra atenta la naturaleza misma del mandato y 
afecta el prestigio y la credibilidad del Congreso. Por eso es conveniente 
y en resguardo de esta necesaria institución jurídica, el Reglamento del 
Congreso debe aplicarse con severidad en los casos y situaciones que 
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en ella sea utilizada para pretender una conducta impune que ningún 
sistema democrático puede tolerar. 
 
2.2.2.3. Noción genérica y jurídica de impunidad 
Según el Diccionario de la Real Academia Española (RAE), la institución 
jurídica “impunidad” significa falta de castigo, así como impune es lo que 
queda sin castigo. Esta lectura expone acepciones claramente su 
importancia en relación con el Derecho Constitucional y el Derecho 
Penal al establecer que impunidad es “la falta de castigo; esto es, la 
libertad que un delincuente logra de la pena en que ha incurrido”. 
 
Las circunstancias que conllevan a esta situación, dentro un país, 
es una de las conductas que más daña la sensibilidad de la sociedad, 
pues, existen casos en que estando identificado los delitos y los autores, 
el Estado no los procesa ni juzga por diversas razones de orden político 
o económico, en todos los casos son expresiones inaceptables propias 
de Estados en los que la libertad ha sido cercenada, la prensa 
amordazada, los tribunales desacreditados e inutilizados, y el poder 
político en manos de minorías sostenidas por la coacción, el miedo y la 
cobardía general. A ello se añade la posibilidad del poder público, 
especialmente el Poder Ejecutivo, de mantener impunes delitos que 
dañan el interés político. Esta situación, es mucho mayor en aquellos 
países en que falta la publicidad de los procesos judiciales, y en que se 
limita toda posibilidad a los particulares de mantener la acusación 
privada y aun la popular, confiándola tan sólo al Ministerio Público, 




Según juristas y la doctrina más reconocida, la impunidad puede 
ser de hecho y de derecho. En la impunidad de hecho se incluyen los 
delitos siguientes: crímenes que se suceden y se sucederán casi 
siempre. En este caso, los crímenes de los que se tiene conocimiento, 
pero cuyos autores escapan a la acción de la justicia por no haber sido 
determinada su responsabilidad o no haber podido ser aprehendidos. 
Existen muchos casos en los cuales los autores pese a estar 
identificados que no se procesa ni persiguen, menos condena, en la 
mayoría de casos por la complicidad de los gobiernos de turno.  
 
Por su parte, las impunidades de Derecho vienen a ser aquellos, 
que desde mucho tiempo atrás, son, por ejemplo: el derecho de asilo, 
amnistía, indulto, perdón, la gracia presidencial, conmutación de la pena, 
prescripción y otras formas absolutorias en que la ley, por diversas 
razones las legitima. En estos casos, se deja sin pena hechos que 
positivamente son delitos, puesto que ninguna causa de justificación ni 
de inimputabilidad los discrimina, como pueden ser, entre otros, la 
exención de toda pena en favor de los ejecutores de los delitos de 
rebelión y sedición, cuando se someten a la autoridad antes de que ésta 
formule intimidación. 
 
Con independencia de las causas señaladas, podemos agregar 
también la aplicación del principio in dubio pro reo. Según este principio, 
los tribunales tienen que pronunciarse por la absolución, que a veces 
puede ser impunidad del imputado. También a este respecto quepa 
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olvidar la posibilidad de los errores judiciales, que unas veces resultarían 
del hecho de haber condenado a un inocente. En otras, a la inversa, de 
haber absuelto a un culpable. Casos típicos de impunidad, por lo menos 
durante muy largos períodos, se encuentran en los que se denominan 
criminológicamente “asesinos de masas”. Estos delitos son aquellos que 
de modo sistemático dan muerte a otras personas, en estos casos el 
autor o autores de los sucesivos delitos o no es descubierto pese al 
tiempo transcurrido o, si lo es por el último delito parece evidente que 
todos los anteriores quedan impunes.  
 
Por último, entre otras causas determinantes de la falta de castigo 
a delitos cometidos, se encuentra en la dificultad de distinguir entre la 
muerte natural y la causada por mano ajena, o entre el accidente causal 
y el homicidio, así como en la desaparición, ni denunciada ni conocida, 
de personas. En el caso analizado, la importancia de la impunidad del 
delito adquiere caracteres muy graves, que ofenden la conciencia y 
dignidad de la sociedad, pues, como se afirma, existe la probabilidad 
que el número de delitos conocidos por la policía y el Ministerio Público 
sea apenas un pequeño número de los delitos reales que se cometen 
diariamente. En estas circunstancias, las estadísticas sirven para apenas 
determinar el número de los delitos en forma aproximada, en tanto, esas 
estadísticas, solo se refieren a las condenas o procesos.  
 
2.2.2.4. Controversias constitucionales: ¿inmunidad o impunidad? 
La inmunidad de la que gozan los congresistas no solamente es ya una 
institución obsoleta, sino que ha devenido en una figura de alto riesgo en 
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nuestro actual contexto de país, por lo que ha llegado el momento de 
plantear su erradicación. No obstante, su evidente anacronismo, al 
haberse originado siglos atrás como privilegio personal de unos pocos 
en sistemas no democráticos, su vigencia se mantuvo en la mayor parte 
del país de la región, principalmente en razón de los vaivenes políticos y 
la inestabilidad a la que se encontraban expuestos. 
 
Pero la inmunidad no sobrevivió más como un privilegio individual 
sino entendida como un mecanismo institucional, establecido para 
cautelar que la labor del Congreso no se vea afectada por medidas 
abusivas contra sus miembros. Aun así, su indebida utilización resulta 
peligrosa, como constatamos hoy en el Perú donde ha sido 
desnaturalizada por completo, al punto de haber adoptado nuevamente 
el carácter de privilegio personal y mutado además hacia una suerte de 
garantía de impunidad.  
 
En efecto, examinando solo nuestra historia constitucional 
reciente, se puede advertir un uso arbitrario e injustificado de la 
inmunidad por parte del Congreso de la República. Este hecho 
constituye sin duda un factor determinante del desprestigio de este 
poder del Estado, considerado desde hace varios años como una de las 
instituciones más corruptas y menos confiables del país. A ello hay que 
sumar ahora la evidencia de que, aprovechando la debilidad estructural 
de nuestras organizaciones políticas, la criminalidad organizada ha 
logrado permear el aparato estatal, comprometido directamente el 
funcionario de instituciones claves, como el propio Congreso. 
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Cabe precisar, por ejemplo, la grave distorsión producida con la 
inmunidad cuando constatamos que, si bien entre el 2007 y el 2010 la 
Corte Suprema encontró razones fundadas para procesar a un total de 
ocho congresistas, el pleno del Congreso ni llegó a aprobar ninguna de 
tales solicitudes, negándose en todos los casos a levantarles el fuero. En 
período más próximos, entre el 2011 y hasta julio del 2016, la Corte 
Suprema requirió al Congreso el levantamiento de este privilegio en 12 
oportunidades, siendo solamente dos los casos que fueron atendidos 
positivamente. 
 
No hace falta excesiva malicia para suponer que las 
negociaciones y los blindajes han estado a la orden del día para explicar 
esta renuencia del Congreso a levantar la inmunidad en casi la totalidad 
de los casos. Esto a pesar de que es la propia Corte Suprema –y 
solamente después de una rigurosa evaluación de los hechos y la 
fundamentación presentada por el Ministerio Público o las instancias 
inferiores del Poder Judicial–la que formula los pedidos al considerar que 
existen elementos suficientes para procesar a los congresistas 
involucrados.  
 
Cuando una situación parecida se vivía en Colombia, Pablo 
Escobar consiguió ser elegido congresista. Es probable que ese haya 
sido la principal razón por la que, años atrás, la inmunidad quedó 
definitivamente eliminada en ese país. Medidas menos radicales, pero 
que tampoco permiten que sea el mismo Congreso el que autorice el 
juzgamiento, se han puesto en vigencia en Brasil y Chile. En esos 
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países, para procesar un congresista se requiere únicamente observar 
ciertos procedimientos especiales en los ámbitos del Ministerio Público y 
el Poder judicial.  
 
En el Perú, donde cada vez resulta más evidente que la 
prerrogativa de la inmunidad se ha convertido en un poderoso incentivo 
para que quienes se encuentran procesados, o en riesgo de serlo, opten 
por financiar campañas y hasta se animen a postular al Congreso, 
¿debemos seguir de brazos cruzados? Por muchas y muy fuertes 
razones resulta indispensable que, desde la ciudadanía, iniciemos una 
decidida cruzada para eliminar la inmunidad parlamentaria, hoy 
convertida, en los hechos, en la antesala de la impunidad.  
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL 
Desnaturalización.- Este vocablo hace referencia en transfigurar, 
trastocar, alterar, modificar o desfigurar las condiciones o propiedades 
de algo. De uso poco frecuente, perder a alguien el derecho de patria, en 
deportar o desterrar. 
Inmunidad 
Es una institución jurídica constitucional muy importante en la ciencia 
política con relación a los Estados de régimen democrático y 
parlamentario. La inmunidad, como ya dijimos y lo dice la Constitución, 
es una prerrogativa excepcional que se ha instituido para proteger a los 
miembros del Poder Legislativo (congresistas en el caso peruano). En 
consideración de esta prerrogativa, los congresistas, no pueden ser 
detenidos ni presos mientras están en ejercicio de su mandato, salvo el 
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caso de haber sido sorprendido in fraganti en la comisión de un delito 
considerado grave. Tampoco pueden ser procesados o juzgados, 
siempre que los integrantes del mismo Poder Legislativo al que 
pertenece concedan la respectiva autorización de levantamiento de su 
inmunidad parlamentaria y sea derivado el caso al Poder Judicial. 
 
La razón de esta prerrogativa establecida en favor del legislador, 
ha sido inicialmente para evitar la persecución política de sus 
adversarios, de la presión que se pueda ejercer sobre ellos cuando 
desarrollan actividades de fiscalización, para que puedan, asimismo, 
actuar con libertad en el ejercicio de sus funciones mientras dura el 
cargo. Por eso la Carta Fundamental de 1993 prescribe que los 
congresistas no están sujetos a ningún mandato imperativo que no sea 
aquella que emana del Reglamento del Poder Legislativo. 
 
Ilícito.- Es aquello que no está permitido legal o moralmente. Se trata, 
por lo tanto, de un delito (un quebrantamiento de la ley) o de una falta 
ética. Por ejemplo: “Hemos apresado a un hombre que acababa de 
cometer un ilícito en el centro comercial”, “El sospechoso tiene 
antecedentes por distintos ilícitos, desde robos hasta asesinatos”, “Es 
ilícito pensar que, con unos pocos gestos felices, subsanará años de 
injusticias”. 
Un ilícito es aquello que no está permitido legal o moralmente. Se 
trata, por lo tanto, de un delito (un quebrantamiento de la ley) o de una 
falta ética. Por ejemplo: “Hemos apresado a un hombre que acababa de 
cometer un ilícito en el centro comercial”, “El sospechoso tiene 
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antecedentes por distintos ilícitos, desde robos hasta asesinatos”, “Es 
ilícito pensar que, con unos pocos gestos felices, subsanará años de 
injusticias”. 
 
Se conoce como acto ilícito al acto contrario a derecho. La causa 
ilícita, por otra parte, es aquella que se opone a las leyes o a la moral: 
“El intendente cometió un acto ilícito y debe responder ante la Justicia”, 
“Mi despido tiene una causa ilícita: tengo derecho a exigir una 
indemnización”. 
 
Reforma.- Es la acción y efecto de reformar o reformarse. Este verbo, 
por su parte, refiere a volver a formar, rehacer, modificar algo, enmendar 
o corregir la conducta de una persona. 
 
La reforma suele ser una iniciativa o un proyecto que busca 
implantar una innovación o lograr una mejora en algún sistema o una 
estructura. Dicha reforma puede concretarse sobre algo físico y concreto 
(como una casa), o sobre una cuestión simbólica o abstracta (una ley, 
un modo de organización, etc.). 
 
Noción de parlamento.- Según la doctrina, con esta denominación se 
conoce al organismo político constitucional representado por el Poder 
Legislativo dentro un Estado Constitucional Democrático. En algunos 
Estados está representado por dos cámaras: Senadores y Diputados 
(caso de la Constitución de 1979). En la conformación orgánica de un 
Estado, el parlamento y, en nuestro caso, el Congreso, está constituido 
por una sola cámara. Los parlamentos o congresos, constituyen la 
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expresión más notoria de la soberanía popular, y del equilibrio respecto 
a otros poderes del Estado. Los parlamentos o Congresos, ejercen 
funciones, esencialmente, legislativas y de fiscalización al Poder 
Ejecutivo. En la Constitución de 1993, las atribuciones de los 
Congresistas están establecidos en el artículo 103 y siguientes, al 
margen de aquellas establecidas con rango de Ley, en el Reglamento 
del Congreso de la República. 
 
Impunidad.- Según el Diccionario de la Real Academia Española (RAE) 
impunidad deviene como ausencia de castigo, es decir, impunidad es lo 
que queda sin castigo, sin pena. Esta acepción es válida en el Derecho 
Penal. El jurista Escriche señala que  impunidad es “la falta de castigo; 
esto es, la libertad que un delincuente logra de la pena en que ha 
incurrido”. 
 
Las circunstancias fácticas que conducen a la impunidad, señala 
Cabanellas, es la que más hiere la sensibilidad colectiva, está 
representada por los casos en que, estando identificados los delitos y los 
autores, no son perseguidos por consideraciones de orden político. 
 
Existen casos típicos de impunidad, que durante muchos años se 
encuentran en los denominados, desde la criminología, “los delitos y 
genocidas de masas”. Son aquellos que de modo continuado y 
sistemático dieron muerte a personas. 
 
Finalmente, otro factor de mayor incidencia sobre la falta de 
sanción, son aquellos en los que se encuentra frecuente dificultad para 
distinguir entre la muerte natural y la ocasionada por mano ajena, el 
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accidente causal y el homicidio; así también, la desaparición forzada, 
entre otras.  
2.4. HIPÓTESIS  
La hipótesis que nos llegamos a plantear inicialmente son las siguientes:  
 
2.4.1. Hipótesis general 
En los últimos años se viene desnaturalizando el derecho de la 
inmunidad parlamentaria, hoy convertida en la práctica en impunidad 
parlamentaria frente al blindaje de actos ilícitos cometidos por los 
congresistas antes y dentro el ejercicio de sus funciones. 
Para hacer frente a esta situación es probable que reformando la 
Constitución de 1993 se pueda poner coto a los hechos de impunidad. 
 
2.4.2. Hipótesis específica 
Es posible que modificando el artículo 93 de la Constitución y, 
sancionando los hechos fácticos de carácter ilícito cometido por los 
congresistas antes y dentro del ejercicio de sus funciones se pueda 
recobrar la credibilidad y prestigio del Congreso nacional.   
 
2.5. VARIABLES DE LA INVESTIGACIÓN 
Las variables son cualidades o características que son el eje sobre el 
que gira el trabajo de investigación, en el presente caso, las variables 
tienen el carácter de correlacional. 
a. Congresistas. 
b. Inmunidad parlamentaria. 
c. Impunidad parlamentaria. 
d. Blindaje a ilícitos. 










METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1. MÉTODOS DE INVESTIGACIÓN 
En el ámbito jurídico y en la presente investigación son aplicables el 
procedimiento metodológico basado en la hermenéutica (interpretativo), 
la argumentación y el descriptivo respecto al derecho de inmunidad 
parlamentaria y los problemas que se deducen de ella.   
 
3.2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
En consideración al carácter epistemológico del Derecho como forma de 
conocimiento científico y social le corresponde el diseño cualitativo. 
 
3.3. TIPOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
La presente investigación se ubica dentro la tipología analítica, 
descriptiva y propositiva en el marco del Derecho Constitucional. 
 
3.4. POBLACIÓN Y MUESTRA 
Respecto a la población materia de análisis es probabilística y el 
muestreo aleatorio simple, pues, todas las unidades de análisis tienen 
las mismas probabilidades de ser objeto de muestra, en este caso nos 
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referimos a los hechos y actos ilícitos cometidos por los congresistas 
antes y dentro el desempeño de sus funciones. 
 
3.5. FUENTES DE INVESTIGACIÓN 
Según la utilización de las fuentes de investigación, en el presente caso 
se hizo uso de las fuentes primarias y secundarias. Las fuentes 
primarias son los análisis de casos de congresistas comprometidos en 
actos ilícitos. Las fuentes secundarias están dadas por toda la doctrina 
de carácter constitucional y la ciencia política en general relacionado al 
tema. 
 
3.6. ÁMBITO Y TIEMPO 
El ámbito de investigación es de carácter nacional y abarca las tres 













RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1.  PRESENTACIÓN DE RESULTADOS. 
La  investigación ha sido planeada científica y sistemáticamente. 
 Se ha ejecutado acorde al diseño propuesto, aplicando los casos 
más importantes. 
 Los resultados patentizan los objetivos propuestos en la 
investigación. 
4.2. INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS 
A través de cuadros se ilustran los resultados y luego son interpretados y 
analizados concienzudamente. 
 
4.2.1. Casos ex congresistas con acusaciones del ministerio 
público por diversos delitos 
En el presente cuadro se reportan los casos más importantes de ex 
congresistas que culminaron su gestión congresal sin que haber sido 
sancionados durante el período de su ejercicio como congresistas 
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debido a la mal entendida inmunidad parlamentaria pese a las 
evidencias delictivas. 
Cuadro N° 1 
CONGRESISTAS  DELITOS  
María M. López Córdova 
(Fuerza 2011) 
Presunto delito de lavado de activos 
(Fiscalía Especializada en Criminalidad 
Organizada).  
Néstor Valqui Matos 
(Fuerza 2011) 
Presunto delito de proxenetismo (Fiscalía 
de Prevención del Delito, Pasco). 
Francisco Ccama Layme  
(Fuerza 2011) 
Delito ambiental (Fiscalía Especializada 
Ambiental de Puno). 
Federico Pariona Galindo  
(Fuerza 2011) 
Abuso de autoridad, delito contra la fe 
pública y otros (Primera y Segunda 
Fiscalía Especializada Penal de Huancayo 
y Fiscalía Superior de Chanchamayo) 
Alejandro Yovera Flores  
(Fuerza 2011) 
Delito de falsedad ideológica (Tercer 
Juzgado Penal de Huánuco). 
Eulogio Amado Romero 
(Gana Perú) 
Robo agravado y otros (Sala Penal 
Liquidadora de Tambopata) y presunto 
delito ambiental (Fiscalía Especializada de 
Madre de Dios). 
Josué Gutiérrez Cóndor 
(Gana Perú) 
Difamación agravada (Tercer Juzgado 
Penal de Huánuco) 
Vicente Zeballos Salinas Delito contra la fe pública (Segunda 
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(Solidaridad Nacional) Fiscalía Superior de Moquegua). 
Virgilio Acuña Peralta 
(Solidaridad Nacional) 
Presunto delito de lavado de activos 
(Fiscalía Especializada en Criminalidad 
Organizada). 
Carlos Bruce  
(Concertación 
Parlamentaria) 
Presunto delito de lavado de activos 
(Fiscalía Especializada en Criminalidad 
Organizada). 
Mariano Portugal Catacora 
(Perú Posible Alianza 
Parlamentaria) 
Delito de falsa declaración en proceso 
administrativo (Décimo Tercera Fiscalía 
Provincial Penal de Lima). 
Wilder Ruíz 
(Partido Nacionalista) 
Investigado por narcotráfico, al haber 
alquilado un local a una banda de 
narcotraficantes. 
    Fuente: recopilado por el investigador 
Interpretación y análisis 
Recientemente, la Mesa Directiva del Congreso sacó a luz que más 11 
congresistas se hallan en proceso de investigación en el Ministerio Público y 
otros procesados en el Poder Judicial, por delitos cometidos antes del 27 de 
julio del 2011, cuando todavía no habían jurado como congresistas o “padres” 
de la patria. Sin embargo, esta crítica situación jurídica de los investigados o 
procesados, no impidió que asumieran sus cargos, en tanto, hicieron prevaler 
su cargo de tal y se escudaron en la inmunidad parlamentaria para impedir 
continuar los procesos. Con este blindaje, las autoridades jurisdiccionales no 
pudieron seguir convocándolos o interrogarlos dado que se consideraban 
ciudadanos “intocables” y para poder procesarlos o juzgarlos había que 
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levantarles la inmunidad parlamentaria, hecho completamente difícil en nuestro 
medio y sistema parlamentario.  
 
Entre los comprometidos con problemas de naturaleza penal se hallaban 
cinco congresistas de Fuerza 2011, dos de Gana Perú (GPN), dos de 
Solidaridad Nacional (SN), uno de Perú Posible (Alianza Parlamentaria) y uno 
de Concertación Parlamentaria (CP). Actualmente, con la gestión presidencial 
iniciada en 2016 se han incrementado muchos más congresistas incursos en 
hechos irregulares, pero que vienen siendo blindados por la actual mesa 
directiva. 
 
Esta lista del Ministerio Público no incluye a los nacionalistas Elsa 
Anicama Ñañez acusada de dirigir una empresa pirata de televisión por cable 
en Ica, ni a Rogelio Canches, investigado por la Corte Superior del Callao por 
delito de peculado doloso. Tampoco otros cinco cuestionados miembros de 
Gana Perú: Wilder Ruiz, quien tiene hasta 30 procesos judiciales; Walter 
Acha, vinculado al narcotráfico; César Yrupailla, con investigación fiscal 
pendiente por falsedad ideológica y defraudación tributaria. Justiniano Apaza 
y Tomás Zamudio, denunciados por tráfico de influencias y conflicto de 
intereses, tampoco fueron investigados y procesados. 
 
Cuando se dio a conocer la lista de congresistas cuestionados por sus 
actos ilícitos y cuyos nombres figuraban en un informe del Ministerio Público, el 
expresidente del Congreso, Daniel Abugattás, no tuvo más alternativa que 
admitir que su partido (en el gobierno) no había realizado un filtro y análisis de 
las hojas de vida de los aspirantes al Congreso. Al lado de Abugattás, al 
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momento de que hiciera pública la lista de congresistas cuestionados, estuvo 
Humberto Lay Sun, de Alianza por el Gran Cambio y presidente de la Comisión 
de Ética, quién al parecer de toda la opinión público y la prensa especialidad en 
estos temas, apareció como encubridor de los congresistas imputados de 
haber cometido delitos.  
 
Estando al detallado informe del Ministerio Público, los delitos por los 
que se fueron acusados los congresistas eran graves y por diversos conceptos. 
Tres de ellos, por ejemplo, enfrentaban investigaciones de los fiscales por el 
presunto lavado de activos. El caso más reconocido era la fujimorista María 
Magdalena López Córdova, el congresista Virgilio Acuña Peralta (SN) y Carlos 
Bruce Montes de Oca (CP). En el caso de López, el Ministerio Público lo 
investigaba desde hace siete años por un presunto desbalance patrimonial en 
el que estaría implicada su entorno familiar, entre ellos, su esposo, quien es un 
empresario pesquero.  
 
Casos similares en la investigación se hicieron a Acuña Peralta, aunque 
en su caso no quedó esclarecido si estaba implicado en la misma acusación 
que se hiciera a su hermano César Acuña o es un nuevo tipo de delito, pues 
también se le investigaba por adquisiciones inmobiliarias sospechosas y por 
cuantiosas sumas de dinero. El caso de Bruce era de lo más delicados, pues, 
según fuentes del Ministerio Público, su primigenia condición varió de testigo a 
investigado debido a que un acusado de lavado de activos, José Huallpa 
Masías, lo sindicó como propietario de una fuerte suma de dinero que ingresó 
al país en 2006, para ser usado en la construcción de un hotel. El ingreso del 
dinero fue reportado como lavado de activos y al poco tiempo se inició una 
56 
 
investigación de oficio, la cual hasta la fecha no se tiene conocimiento el rumbo 
que haya tomado dicho proceso investigatorio.  
 
4.2.2. Caso de congresistas que mintieron u omitieron datos en su 
hoja de vida 
En el caso del Congreso Nacional, en los últimos años se ha percibido 
de cómo innumerables congresistas han estado incursos en la comisión 
de diversos delitos, empero, no han sido investigados en el seno del 
Congresos con la rigurosidad del caso, dando lugar a que tales delitos 
queden impunes. ¿Cuál ha sido la razón? En todos los casos han sido, 
particularmente, por razones de carácter político. Sal algunas 
excepciones. 
 
En el presente capítulo nos remitimos a analizar los casos más 
emblemáticos, y que, pese a la evidencias y elementos de convicción, 
poco o nada se hizo y hace para sancionar a tales congresistas. La 
inclusión de una falsedad en la hoja de vida, que es una declaración 
jurada, o la omisión de información constituyen delito contra la fe pública 
que puede ser penado hasta con seis años de prisión según nuestro 
Código Penal. 
 
Los congresistas que mintieron u omitieron información obligatoria 
en las hojas de vida que presentaron al Jurado Nacional de Elecciones 
en el proceso electoral del 2016 corren el riesgo de repetir la experiencia 
del gobernador regional de Áncash, Enrique Vargas, quien hace un mes 
fue condenado tardíamente, -después de culminar su período de 
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congresista- a cinco años de cárcel por haber mentido en dicho 
documento. 
 
Hay legisladores a los que se les levantó la inmunidad y fueron 
condenados. Alejandro Yovera fue condenado en el 2014 a dos años de 
prisión suspendida por mentir en su hoja de vida. Antes, a José Anaya, 
conocido como “comepollo”, le impusieron cinco años de cárcel el 2011. 
En todos los casos después de culminar su cargo congresal. 
 
Cuadro N° 2 
Caso 1: 
La Comisión de Ética ha recomendado suspender por 120 días a la 
congresista fujimorista Maritza García por presentar en su hoja de vida 
información falsa sobre su maestría. Además, la legisladora por Piura tiene en 
Ética otra investigación pendiente relacionada con sus estudios secundarios. 
 
Caso 2: 
La Comisión de Ética del congreso, recomendó suspender durante 90 días al 
fujimorista Clayton Galván por no pagar una deuda, pero el pleno no aprobó 
ese pedido. Pese a que existía un fallo firme que lo obligaba a pagar, Galván 
omitió consignar ese dato en su hoja de vida. 
 
Caso 3: 
La congresista Yesenia Ponce, de Fuerza Popular, también es investigada 
por incluir datos presuntamente falsos en su hoja de vida. En este caso, la 






También debería ser investigada por la Comisión de Ética la fujimorista Esther 
Saavedra. La información en su hoja de vida ha sido puesta en duda, pues no 
aparece el certificado que acredite que estudió el cuarto de primaria. 
 
Caso 5: 
Edgar Ochoa (Frente Amplio) no consignó nada en la declaración de bienes y 
rentas. Según el JNE, debió señalar una remuneración bruta anual de S/. 
67.500. Tampoco declaró un inmueble ni una deuda de S/. 156.000. 
 
Caso 6: 
María Melgarejo (Fuerza Popular) no declaró una vivienda en Huaraz 
valorizada el 2004 en S/. 39.722. Tampoco un predio urbano cuyo valor de 
compraventa es de S/. 150.000. 
 
Caso 7: 
Guillermo Martorell (Fuerza Popular) no mencionó procesos judiciales en 
marcha. En sus observaciones, el JNE señaló que “hay una ejecución de 




La congresista Karina Beteta Rubín en este último periodo congresal ha sido 
nuevamente reelegida pese a que tenía pendiente una investigación por 
lavado de activos proveniente de narcotráfico. La procuradora antidrogas 
Sonia Medina Calvo la sindicó que ella constituyó empresas con fondos 
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provenientes del narcotraficante Luis Egoavil, como era de esperar, la actual 
congresista Beteta lo sigue negando todo.  
 
Caso 9: 
Desde agosto de 2014, la Segunda Fiscalía de Lavado de Activos investiga al 
electo congresista fujimorista Modesto Figueroa Minaya. Este personaje es 
conocido comoun abastecedor empresario dedicado a suministrar combustible 
a los mineros ilegales en varios puntos de distribución en Puerto Maldonado, 
Masuko y San Sebastian de Madre de Dios. En las diversas investigaciones se 
llegó a acreditar que Modesto Figueroa ha mostrado un considerable e 
injustificado crecimiento de su patrimonio, por ello se presume que es producto 
del lavado de activos que provienen de las actividades mineras ilegales. 
 
Caso 10: 
La congresista del Frente Popular (fujimorista electa) Marita Herrera Arévalo, 
pertenece a la región Amazonas. Ella al faccionar y presentar su Hoja de Vida, 
indicó que tenía un ingreso de S/.4, 000.00 mensuales. Este monto, según la 
Fiscalía Anticorrupción, es incongruente con sus millonarias inversiones con 
apariencia de empresaria en el rubro de la construcción civil, así como en el 
negocio inmobiliario (compra de terrenos urbanos y rústicos). Por estas 
sospechas, la Fiscalía Anticorrupción elevó el expediente a la Fiscalía 
Especializada en Lavado de Activos y actualmente prosigue las 
investigaciones, pero resulta que en el Congreso a encubrieron por pertenecer 





El nuevamente reelecto congresista del Frente Popular (fujimorista)Wuiliam 
Monterola Abregú, representa la región de Huancavelica. Este “padre de la 
patria”, actualmente, afronta una investigación por lavado de activos seguido 
por la 48 Fiscalía Provincial de Lima. En consideración a las evidencias, en 
2015, el Fiscal Marco Villalta Infante formuló denuncia penal contra la hermana 
de este congresista fujimorista Rosa Monterola Abregú, y su sobrino, Julio 
Yreno Monterola, por haber actuado, presuntamente, como testaferros del 
Congresista Wuilian Monterola.las investigaciones prosiguen. 
 
Caso 12: 
El ex congresista Joaquín Ramírez Gamarra, hombre de confianza de Keiko 
Fujimori y ex secretario general de Fuerza ¨Popular, en la gestión anterior,ha 
sidodenunciado por la procuradora de lavado de activos y otros delitos por 
Julia Príncipe Trujillo el 9 de septiembre de 2014. El caso ha sido considerado 
complejo y las investigaciones prosiguen por cuanto se le imputa haber 
recibido de Keiko Fujimori la suma de $ 15 millones de dólares para ser lavado 
(invertido en grifos), también haber incrementado su patrimonio en forma 
irrazonable. Ramírez frente a estas denuncias debió renunciar a la secretaria 
general de Fuerza Popular. 
 
Interpretación y análisis 
De los casos expuestos, se tiene que el JNE detectó omisiones e 
incongruencias en las hojas de vida de más 42 congresistas. La mayor parte 
está relacionada con la información sobre estudios, otras tienen que ver con 
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información sobre bienes y rentas, y algunas con la omisión de procesos 
judiciales. Pero, la gravedad deviene cuando muchos congresistas antes de 
acceder al cargo o dentro del ejercicio, han sido involucrados en delitos graves: 
lavado de activos, narcotráfico, tráfico de influencias, colusión, etc. En casi 
todos los casos, el congreso guardó silencio o ha blindado, particularmente a 
los congresistas de la bancada mayoritaria.  
 
4.2.3. Congresistas del fujimorismo con serios cuestionamientos 
2016 
Del total de bancadas que conforman el actual Congreso, la de Fuerza 
Popular que lidera Keiko Fujimori es la que tiene más congresistas 
cuestionados por diferentes delitos, sin embargo, aquí sí se percibe el 
blindaje en tanto los Congresistas incursos forman parte de la gran 
mayoría parlamentaria. 
Cuadro N° 3 
CONGRESISTAS CUESTIONAMIENTOS 
Alejandra Aramayo Reaparecieron denuncias anteriores contra 
su persona por presuntas extorsiones 
mediáticas en Puno y otros lugares del sur 




Es imputado de haber plagiado un texto 
sobre temas de educación. Aseveró que el 
Ministerio de Educación había pagado la 
prueba internacional PISA. 
Afirmó insistentemente que leer causa 
Alzheimer. 
Elard Melgar La Universidad Sánchez Carrión le retiró su 
título por plagiar su tesis.  
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Fue denunciado por otro congresista de 
haberlo amenazado de muerte. 
Moisés Mamani Es acusado de haber falsificado sus 
certificados de estudios secundarios para 
ingresar a la Universidad Andina “Néstor 
Cáceres Velásquez” de Juliaca. Puno. El 
congresista nunca pudo aclarar si realmente 
culminó sus estudios de primaria y 
secundaria, y lo peor de todo, no sabe 
donde cursó estudios.  
Maritza García La Comisión de Ética del Congreso aprobó 
sancionarla por haberse demostrado que 
presentó información falsa en su hoja de 
vida. 
Betty Anancull Acusada de dar información falsa sobre sus 
estudios superiores en su hoja de vida. Sin 
embargo se tiene que ella ha sido exculpada 
por la Comisión de Ética del Congreso. 
Héctor Becerril Este congresista omitió sus obligaciones 
alimentarias para con sus hijos. Fue 
necesario una sentencia judicial que lo 
obligó a incrementar la pensión alimentaria 
para uno de sus hijos.  
Guillermo Bocángel Este legislador representante de Huánuco 
es actualmente investigado por lavado de 
activos ante las evidencias no justificadas 
por este personaje.  
Joaquín Dipas La Fiscalía solicitó al Poder Judicial 11 años 
de pena privativa de la libertad por un caso 





Marco Miyashiro Es actualmente investigado por el Ministerio 
Público por violación a los derechos 
humanos en varios casos en Huánuco.  
Guillermo Martorell En este caso, el congresista ya pasó a 
etapa de juicio oral en el proceso seguido en 
su contra, en Tacna, por los delitos de 
colusión agravada y negociación 
incompatible.  
Kenji Fujimori La Fiscalía lo investiga por presunto lavado 
de activos en su empresa Limasa y Alinsa, 
donde tiempo atrás se encontró un alijo de 
cocaína para ser exportado.  
Lucio Ávila Es conocido por haber plagiado casi en su 
integridad propia tesis para obtener un 
segundo grado académico de doctor. 
También en este caso, el Congreso lo viene 
blindando injustificadamente. 
Fuente: preparado por el investigador 
 
Interpretación y análisis 
En los casos analizados, también hay errores e imprecisiones en fechas y 
lugares. De probarse que los congresistas investigados en la Comisión de Ética 
cometieron delitos, se les debería levantar la inmunidad parlamentaria y ser 
sometidos al fuero judicial para su sanción correspondiente. La fiscalía debe 
investigar esos casos, pues hay la presunción de graves delitos penales. Para 
procesarlos, el Congreso debe tramitar el levantamiento de la inmunidad 





La Comisión de Ética Parlamentaria ha recomendado suspender por 120 
días a la congresista fujimorista Maritza García por presentar en su hoja de 
vida información falsa sobre su maestría. Además, la legisladora por Piura tiene 
en Ética otra investigación pendiente relacionada con sus estudios 
secundarios. 
 
Esa Comisión también recomendó suspender durante 90 días al 
fujimorista Clayton Galván por no pagar una deuda, pero el pleno no aprobó 
ese pedido. Pese a que existía un fallo firme que lo obligaba a pagar. Galván 
omitió consignar ese dato en su hoja de vida.  
 
La congresista Yesenia Ponce, de Fuerza Popular, también es 
investigada por incluir datos presuntamente falsos en su hoja de vida. En este 
caso, la Comisión de Ética del Congreso está por redactar el informe final.  
También podrá ser investigada por la Comisión la fujimorista Esther 
Saavedra. La información en su hoja de vida ha sido puesta en duda, pues no 
aparece el certificado que acredite que estudió el cuarto de primera.  
 
La lista tiende a crecer, pues, el JNE detectó omisiones e incongruencias 
en las hojas de vida de 42 congresistas. La mayor parte está relacionada con la 
información sobre estudios, otras tienen que ver con información sobre bienes 
y rentas, y algunas con la omisión de procesos judiciales. En muchos casos, 
son errores e imprecisiones en fechas y lugares.  
 
Hay legisladores a los que se les levantó la inmunidad y fueron 
condenados. Alejandro Yovera fue condenado en el 2014 a dos años de prisión 
suspendida por mentir en su hoja de vida. Antes, a José Anaya, conocido como 




Primera.- En el Perú, queda demostrado que, el privilegio y la prerrogativa de 
la inmunidad de los congresistas se ha convertido en un poderoso 
instrumento para proteger que quienes se encuentran investigados, 
procesados, o con el riesgo de serlo, hayan optado por auspiciar y 
financiar campañas y en otros casos, postulan al Congreso para 
por esa vía evitar las investigaciones, los procesos judiciales y las 
sanciones condenatorias por los ilícitos que han cometido, todo ello 
amparado en la inmunidad congresal prescrito en el artículo 93 de 
la Constitución. Es decir, constitucionalmente, los delitos quedan 
impunes. 
Segunda.- La inmunidad de la que gozan los congresistas no solo deviene en 
una institución obsoleta, sino que ésta se ha convertido en una 
figura de alto riesgo en nuestro actual contexto político 
constitucional del país, por lo que consideramos que ha llegado el 
momento de reformar el artículo 93° de la Constitución de 1993 en 
lo concerniente al régimen del Poder Legislativo o parlamentario. El 
evidente anacronismo de la inmunidad como privilegio personal de 
unos pocos funcionarios, en frágiles sistemas democráticos, sirve 
para promover en muchos casos la impunidad de graves delitos en 
agravio del Estado.  
Tercera.- El Jurado Nacional de Elecciones, en los integrantes del actual 
Congreso, detectó omisiones e incongruencias en la hoja de vida 
de 42 Congresistas. La mayor parte está relacionada con la 
información sobre estudios, otras tienen que ver con información 
 
 
sobre bienes y rentas, y algunas con la omisión de procesos 
judiciales, tales como lavado de activos. En todos estos casos, la 
opinión pública percibe que existe un blindaje a los actos ilícitos en 
la que se encuentran incursos los Congresistas.  
Cuarta.-  La inmunidad del Congresista, según nuestra Carta Fundamental, 
no lo protege por la comisión de un delito común, pero en cambio, 
sí le asegura que su persona y su libertad sean intocables cuando 
se trata de la actividad fiscalizadora, el voto que emiten y sus 
opiniones políticas en su calidad de representante congresal. En 
los casos de denuncia y solicitud judicial de levantamiento de 
inmunidad de los congresistas por motivaciones relacionados con 
ilícitos, debe procederse con el levantamiento de la inmunidad 
parlamentaria, sin tener en cuenta al partido político al que 
pertenecen. 
Quinta.- La grave distorsión producida con la inmunidad se constata cuando 
entre el 2007 y el 2010 la Corte Suprema encontró razones 
fundadas para procesar a un total de ocho congresistas. Sin 
embargo, el pleno del Congreso no accedió ni llegó a aprobar 
ninguna de tales solicitudes, negándose en todos los casos a 
levantarles el fuero parlamentario, es decir, levantar la inmunidad 
para someterlos al fuero jurisdiccional. En período más próximos, 
entre el 2011 y hasta julio del 2016, la Corte Suprema requirió al 
Congreso el levantamiento de este privilegio en 12 oportunidades, 





Primera.- Cesar y limitar automáticamente la inmunidad parlamentaria como 
prerrogativa establecida en favor del legislador, cuando el 
congresista con elementos de convicción se acredita que está 
incurso en un delito sancionado por la norma penal.  
 
Segunda.- Levantar la inmunidad parlamentaria de probarse que los 
congresistas investigados en la Comisión de Ética del Congreso 
cometieron delito, con el cumplimiento del debido proceso y el 
Reglamento del Congreso. Procederse de oficio a través de la 
Comisión de Ética.  Se evitará la complicidad con actos reñidos 
con la ley y la moral pública. 
 
Tercera.- Iniciar  desde la ciudadanía  una decidida cruzada para eliminar  o 
reforzar la inmunidad parlamentaria, hoy convertida, en los 
hechos, en la antesala de la impunidad. Actualmente el Congreso 
ante la ciudadanía en general, ha perdido credibilidad y confianza, 
la opinión mayoritaria lo percibe como un organismo que protege 
a la corrupción y no asume como tal sus responsabilidades 
fiscalizadoras.  
 
Cuarta.- En el Perú, según el artículo 93 de la Constitución de 1993 
señala: los congresistas representan a la Nación. No están 
sujetos a mandato imperativo ni a interpelación. No son 
responsables ante autoridad ni órgano jurisdiccional alguno por 
las opiniones y votos que emiten en el ejercicio de sus funciones. 
 
 
No pueden ser procesados ni presos sin previa autorización 
del Congreso o de la Comisión Permanente, desde que son 
elegidos hasta un mes después de haber cesado en sus 
funciones, excepto por el delito flagrante, caso en el cual son 
puestos a disposición del Congreso o de la Comisión 
Permanente dentro de las veinticuatro horas, a fin de que se 
autorice o no la privación de la libertad y el enjuiciamiento.  
 
En este caso, si bien la inmunidad parlamentaria forma 
parte del estatuto personal de los congresistas y se encuentra en 
lo que se denomina inmunidad de jurisdicción, y la que protege a 
los congresistas de toda persecución por actos realizados en el 
cumplimiento de su mandato, pero ella no debe aplicarse para las 
acciones practicadas fuera del ejercicio de sus funciones, vale 
decir, para las infracciones penales de derecho común que éstos 
cometen. Por ello, planteamos la pertinencia de la anulación o 
reforma constitucional de la inmunidad parlamentaria. 
 
Quinta.-  La inviolabilidad como estatuto personal de los parlamentarios es 
un privilegio intrínseco al cargo y función, pero ello no implica 
impunidad. La excepción que establece la Carta es el caso del 
flagrante delito. Pero, en varios casos, producido éste, el 
representante no ha sido puesto a disposición del Congreso o de 
la Comisión Permanente dentro de las veinticuatro horas, a fin de 
que se autorice a darle libertad o a someterlo a enjuiciamiento. En 
varios casos, los congresistas han sido requeridos en juicio por 
 
 
estar probadamente implicado en un asunto de carácter penal, 
pero el Congreso se negó al levantamiento del fuero 
parlamentario. 
 
Sexta.-  No proteger el abuso de función por parte del parlamento o el 
riesgo de que el Congreso actúe confundiendo inmunidad con 
impunidad. Por eso es que surge la necesidad de una apreciación 
de carácter moral, política y de análisis de hechos, como 
procedimiento previo a la decisión del levantamiento de inmunidad 
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